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Dr. Juan Larrea Holguín 

Comentario de la Constitución 
                                                           (Continuación) 

CAPITULO II — DE LOS DERECHOS DE LA PERSONA 

Este capítulo comprende exclusivamente el Art. 28, uno de los más largos de 
la Constitución, que enumera en 18 puntos, los derechos de índole individual 
garantizados por el Estado Ecuatoriano (). 

Derechos Garantizados: Art. 28. — Sin perjuicio de otros derechos que se 
deriven de la naturaleza de la persona, el Estado le garantiza: 

Primero. — El derecho a la vida y a los medios necesarios para la existencia 
digna. 

Concordancias: —Constitución 185, N° 3. 
—Código Penal 417 a 438. 
—Ley Especial de Oriente, 5 P. 

Segundo. — La inviolabilidad de la vida, no hay pena de muerte. 

Concordancias: —Constitución 185, N° 3. 
—Ley de Asistencia Social 1. 
—Código Penal 51. 

Tercero. — Integridad personal, no hay torturas ni pueden emplearse, sino 
para fines terapéuticos, drogas ni otros medios que enerven las facultades de la 
persona. 

Concordancias: —Ley de Drogas y Estupefacientes, 1, 4, 5. 

Cuarto. — El derecho a la honra y a la intimidad personal y familiar. 

Concordancias: —Constitución 132, N- 3. 
—Código Penal: 69. 
—Código de Procedimiento Penal 70, 170. 

 

(#) Acaba de decir Paulo VI, estas importantes palabras, en el mensaje con motivo de la Jornada mundial de la paz ‘‘La 

paz se encuentra hoy intrínsecamente vinculada al  reconocimiento ideal y a la instauración efectiva de los 

derechos del hombre”. 
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Quinto. — La libertad de opinión y la de expresión del pensamiento, por 
cualquiera de los medios de comunicación colectiva, siempre que se respeten la Ley, 
la moral y la honra de las personas. Este derecho se ejercerá tomando en cuenta que 
los medios de comunicación colectiva tienen por objeto primordial la defensa de los 
intereses nacionales y la difusión de la cultura y que deben constituir un servicio social 
acreedor al respeto del Estado. 

Ninguna autoridad o funcionario podrá suspender, clausurar, secuestrar o 
incautar publicaciones, imprentas u otros medios de comunicación colectiva. 
Tampoco se perseguirá o encarcelará a pretexto de delitos cometidos por dichos 
medios a sus directores, redactores y demás trabajadores y auxiliares, salvo resolución 
judicial. 

En cuanto a las publicaciones anónimas, se estará a las disposiciones 
legales. 

Toda persona natural o jurídica, tiene derecho con arreglo a la Ley, a la 
rectificación gratuita de las aseveraciones o imputaciones falsas o calumniosas, hechas 
por los medios de comunicación colectiva. 

Concordancias: —Constitución, 24, 127, 119, 186, N° 8. 
—Código Penal 272 a 274, 363, 474, 475. 
—Decreto Supremo 578: R.O. 459: 17 - III - 65: Art. 3? después del 142. 
—Ley de Propiedad Intelectual, 4, 14, 30. 
—Código de Procedimiento Penal 352 a 373. 
—Ley de Elecciones, 153, 157, 158, 159, 160, 161, 162, 163, 188. 

Sexto. — La libre participación en la vida cultural de la comunidad y en la 
investigación científica. 

Concordancias: —Constitución, 58. 
—Ley Orgánica de Educación, 1. 

Séptimo. — El derecho a la información y el libre acceso a sus fuentes, sin más 
limitaciones que la seguridad internacional del Estado, y la vida privada de las 
personas. 

Concordancias: —Constitución, 75. 
—Ley Orgánica de Educación, 7. 

Octavo. — La libertad de creencias religiosas y de culto individual y colectivo, 
en público o en privado. 

Concordancias: —Constitución, 122, N° 6, 74. 
—Ley de Elecciones, 164, 204. 
—Modus Vivendi con la Santa Sede de 1937. 
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Noveno. — La inviolabilidad del domicilio: Nadie puede entrar en habitación 
de otro, sin su consentimiento o sin orden firmada por autoridad competente; sin tal 
orden sólo en los casos expresamente determinados por la Ley. 

Concordancias: —Constitución 43. 
                                 —Código Penal, 149 a 155. 
                                 —Ley de Registro Civil de 1965: 15. 
                                 —Código de Procedimiento Penal, 170. 

Décimo. — La inviolabilidad de la correspondencia y el secreto de las 
comunicaciones telegráficas y telefónicas. Prohíbese abrir o registrar papeles, libros 
de comercio, cartas y más documentos privados, fuera de los casos y en la forma que 
la Ley determina. Se guardará reserva sobre los asuntos ajenos al objeto del registro o 
examen. 

Los documentos obtenidos con violación de esta garantía, no harán fe en 
juicio. 

Concordancias: —Código Penal, 178. 
                                 —Ley de Carrera Administrativa, 8 G. 

Décimo primero. — La libre circulación o residencia en el territorio nacional, 
así como la salida y el retorno para el cual no se exigirá pasaporte a los ecuatorianos. 

Concordancias: —Constitución, 186 N° 9 b. 
                                 —Código Penal 157. 
                                 — Decreto N° 558: R.O. 204: 4 - IX - 67. 
                                 —Ley Orgánica de Hacienda 128. 
                                 —Ley de Pasaportes: Decreto Supremo 2917: R.O. 674: 21-1-66. 

Décimo segundo. — El derecho de petición: el Magistrado, funcionario o 
autoridad que reciba una solicitud, está obligado a responderla dentro de 30 días, si 
la Ley no determina plazo especial. Este derecho puede ejercerse individual o 
colectivamente, pero nunca en nombre del pueblo; quedan prohibidos y se declaran 
punibles los llamados paros, así como las huelgas de empleados públicos en 
contravención a la Ley. Igualmente, los que realicen las ciudades o regiones como 
medio de petición a las autoridades. 

Concordancias: —Constitución 64 N° 12, 76, 256. 
                                 —Código del Trabajo 432. 
                                 —Ley de Elecciones, 176. 
                                 —Ley de lo Contencioso Administrativo, 31. 
                                 —Decreto 105: R.O. 161: 23-VII-67. 
                                 —Ley de Régimen Municipal 139. 

Décimo tercero. — El derecho de los autores nacionales y extranjeros sobre 
sus creaciones literarias, artísticas y científicas; la Ley regulará el ejer- 
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cicio de tal derecho conciliándolo con la función social inherente a la creación 
cultural. 

Concordancias: —Constitución 58. 
                            —Ley de Propiedad Intelectual. 
                            —Ley de Patentes de Inventos. 
                            —Código Civil, 48. 
                            —Convención Universal: D. 476: R.O. 194: 2 4 - I V - 5 7 .  
( 

Décimo cuarto. — El desempeño de oficios y profesiones de la agricultura, el 
comercio y la industria, con arreglo a la Ley. 

Concordancias: —Constitución, 61. 
                            —Código de Comercio, 6. 

Décimo quinto. — El derecho de demandar el amparo jurisdiccional contra la 
violación de las Garantías Constitucionales sin perjuicio del deber que incumbe al 
poder público de velar por la observancia de la Constitución y las leyes. 

Concordancias: —Ley de Patrocinio del Estado, 12. 
—Constitución 205, 206, 220. 

Décimo sexto. — La reserva del ciudadano sobre sus convicciones políticas y 
religiosas: La Autoridad no puede obligarle a declarar sobre ellas, ni causarle molestia, 
salvo los casos previstos en la Constitución y las leyes. 

Concordancias: —Constitución, 74, 127. 

Décimo séptimo. — La libertad de reunión y asociación sin armas para fines 
no prohibidos por la Ley. 

Concordancias: —Constitución, 64 N° 10. 
                            —Ley de Carrera Administrativa, 9 H. 
                            —Ley de Elecciones, 155, 160, 185, 204. 
                            —Código Civil, 587. 
                            —Ley de Compañías, 1, 2. 
                            —Código del Trabajo, 14, 20. 

Décimo octavo. — La libertad y seguridad personales. En consecuencia: 

a) Es nula la estipulación que someta una persona a otra de manera 
absoluta e indefinida. 

b) Excepto en el caso de alimentos forzosos no habrá prisión por deudas, 
costas, honorarios, impuestos, multas, ni otras obligaciones de carácter civil. 

Concordancias: —Código Civil, 372. 
—Código de Procedimiento Civil, 784. 
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a) Nadie puede ser reprimido por un acto que no se halle expresamente 
declarado infracción por la Ley, ni sufrir pena que no esté en ella establecida. Tanto la 
infracción como la pena han de ser declaradas con anterioridad al acto. En caso de 
conflicto de dos leyes penales, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando fuere 
posterior a la infracción. 

Concordancias: —Código Civil, 7, 8. 
                            —Código Penal, 2. 
                            —Código de Procedimiento Penal, 315. 

b) Nadie puede ser penado sin juicio previo, ni privado del derecho de 
defensa en cualquier estado del juicio, ni de la facultad de ser oído el último. 

Concordancias: —Código de Procedimiento Penal, 228, 290. 

c) Nadie puede ser distraído de sus jueces naturales ni juzgado por 
comisiones especiales. 

Concordancias: —Ley de Seguridad Nacional (derogada). 

d) Nadie ser compelido a declarar contra sí mismo, con juramento o 
coacción en materia que pudiere acarrearle responsabilidad penal, ni obligado a 
declarar en juicio penal contra su cónyuge o parientes comprendidos dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 

Concordancias: —Código de Procedimiento Penal, 87, 90. 

e) Nadie será privado de su libertad sino en la forma y por el tiempo que 
la Ley prescribe, ni incomunicado por más de 24 horas, salvo el caso de delito 
flagrante, el juez o la autoridad que hubiere dispuesto la detención expedirá dentro 
de las 24 horas una orden firmada que justifique las causas legales de la detención. 

Concordancias: —Código de Procedimiento Penal 151. 
                            —Decreto Legislativo, R.O. 317: 27 - XI - 62. 
                            —Ley de Elecciones 169. 

f) Quien considere inconstitucional o ilegal su prisión o detención, puede 
acogerse al Habeas Corpus. Este derecho lo ejercerá por sí o por otro —sin necesidad 
de mandato escrito— ante el Alcalde o Presidente del Concejo bajo cuya jurisdicción 
se encuentre o ante quien haga sus veces. Esta autoridad ordenará que el recurrente 
sea llevado de inmediato a su presencia y que se exhiba la orden de privación de 
libertad y el encargado de la cárcel o lugar de detención acatará este mandato, si no 
se presentare al detenido o si no se exhibiere la orden o ésta no reuniere los requisitos 
anteriormente prescritos o si se hubiere faltado al procedimiento o si se hubiere 
justificado —a criterio del Alcalde o Presidente del Concejo— el fundamento del 
recurso interpuesto, este funcionario dispondrá la inmediata libertad del reclamante. 
Quien desobedeciere tal orden será, sin más trámite, 
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destituido inmediatamente de su cargo o empleo por el mismo Alcalde o Presidente 
del Concejo, quien comunicará la destitución a la Contraloría y a la autoridad que 
deba proveer su reemplazo. 

El empleado destituido podrá reclamar por la destitución, ante el Presidente 
de la Corte Superior de Justicia del correspondiente distrito dentro de 24 horas de 
notificada, pero después de haber puesto en libertad al detenido. 

De no justificarse la petición será ésta desechada. 

Concordancias: —Constitución 241, 79, 225, 208. 
                            —Ley de Régimen Municipal (R.O. 680: 31 - 1 - 66): 70. 
                            —Ley Orgánica de la Función Judicial, 18, 23. 
                            —Código de Procedimiento Civil, 416. 

g) Las penas no lesionarán la dignidad humana, antes deben propender a 
la reeducación del condenado. No se emplearán tratos humillantes para investigar 
una infracción. 

Concordancias: —Código Penal 51, 71. 
                            —Ley del Instituto de Criminología, 2. 

h) La inocencia se presume mientras no haya declaración judicial de 
culpabilidad con arreglo a la Ley. 

El Estado pondrá empeño en devolver la honra a quien por error judicial u 
otra causa hubiere sido acusado, juzgado o sentenciado. 

Concordancias: —Código de Procedimiento Penal 110, 328 a 334. 
                            —Decreto Supremo 2128: R.O. 592: 23 - IX - 65. 

Todas nuestras anteriores Constituciones han contenido declaraciones de los 
derechos humanos más o menos extensas, se puede apreciar a lo largo de la historia 
constitucional del país un progresivo avance de esta formulación de las garantías 
relativas a los derechos humanos. Las primeras cartas políticas se inspiraron en este 
punto principalmente en la declaración de los derechos del hombre formulada a raíz 
de la Revolución Francesa, pero siempre estas declaraciones nacionales han estado 
matizadas con un cierto sentido profundamente cristiano que dimana del alma 
popular, de las convicciones de los legisladores aún en aquellas épocas en que ha 
dominado una política, un cierto ambiente, sectario o antirreligioso, aún en esas 
circunstancias el espíritu de los ecuatorianos ha seguido siendo profundamente 
cristiano y ha dado ese matiz a las declaraciones de derechos del hombre. En las 
últimas Constituciones se acentúa indiscutiblemente este carácter por el hondo influjo 
que en la legislación mundial y en el pensamiento contemporáneo han ejercido las 
declaraciones pontificias, principalmente en encíclicas y otros documentos similares 
sobre los fueros de la persona humana. 

Entre las dos últimas Constituciones del Ecuador, la del año 46 y la actual, en 
el plano mundial se han dado también pasos muy importantes 
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en materia de declaración de los derechos humanos, así se produjo en la novena 
Conferencia Internacional Americana reunida en Bogotá el año 1948, la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Carta Internacional Americana 
de Garantías Sociales; poco después la Asamblea General de las Naciones Unidas el 
10 de diciembre de ese mismo año, aprobó la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos; los países del Consejo de Europa, suscribieron en Roma el 4 - XI - 50 la 
Convención Europea para la protección de los derechos humanos y libertades 
fundamentales y luego el Protocolo adicional a dicha Convención; el Consejo 
Interamericano aprobó en Santiago de Chile el 8 - XI - 59 el Proyecto de Convención 
sobre derechos humanos; y el Consejo de la Organización de los Estados Americanos 
en sesión del 25 - V - 1960 aprobó el Estatuto de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. 

El Papa Juan XXIII dirigió al mundo el 11 - IV - 1963 la luminosa Encíclica 
Pacem in Terris considerada como la Carta Magna de los derechos y deberes de la 
persona humana y de las relaciones de los hombres, los poderes públicos y las 
comunidades. En fin el 28-IX- 1966, la República del Ecuador, por iniciativa del 
Canciller Dr. Jorge Salvador Lara, se adhirió en las Naciones Unidas al Convenio sobre 
la eliminación de la discriminación racial en todas sus formas, y contiene la primera 
declaración, ya obligatoria por Convención, de los derechos humanos, los que antes 
únicamente se habían declarado en un plano más teórico. Últimamente se ha 
elaborado también en las Naciones Unidas, tres Convenciones sobre los derechos 
humanos que aún no han sido suscritas sino por escasos países del mundo, pero que 
el Senado del Ecuador acaba de aprobar (R.O. 28: 10 de octubre de 1968). 

Toda esta amplia elaboración de la materia en el plano internacional denota 
la preocupación del mundo por garantizar cada vez más en el plano internacional, los 
derechos del hombre y a esta corriente doctrinaria ha respondido nuestro país 
igualmente con un perfeccionamiento progresivo de las declaraciones de derechos de 
la persona humana. En su actual forma el Art. 28 contiene una enumeración, 
prácticamente exhaustiva, de tales derechos, los cuales son analizados, divididos en 
diversos aspectos, formulados con precisión, con exactitud. 

Podríamos decir que, estas garantías de la persona se pueden agrupar en tres 
categorías principales: 

La protección de la vida. 

La protección de la integridad de la persona, tanto en su aspecto físico, 
intelectual, moral, etc. 

La protección y garantía de la libertad en sus más variados aspectos: libertad 
de opinión, libertad de expresión, libertad de participación en la vida cultural, libertad 
religiosa, libertad de trasladar el domicilio de una parte a otra, etc. 
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Hace notar el Dr. Salvador Lara en un importante estudio sobre derechos 
humanos y garantías en la Constitución de 1967 (Nota), que en la anterior 
Constitución se reconocían estas garantías y aún con más firmeza que en la actual, por 
cuanto en la Constitución de 1967 si bien se amplía el número de aspectos de la 
garantía de la libertad, en cambio, la misma Carta Política autoriza la suspensión de 
la vigencia de estas garantías, por las disposiciones de los Arts. 185 y 186 de tal manera 
que es una garantía relativa. También la Constitución de 1967 permitía esta 
suspensión de las garantías, pero, excluía de tal suspensión a las principales. En la 
actual de las 12 garantías absolutas que, conforme a la Constitución de 1967, no 
admitían suspensión, sólo quedan cuatro garantizadas en la misma forma todas las 
demás pueden ser suspendidas en el caso de estado de sitio cuando el Presidente de 
la República puede asumir las facultades extraordinarias. En este sentido como dice 
el autor mencionado, la Carta Constitucional en vigencia representa un retroceso 
grave, no solamente con respecto de las Constituciones de 1946, 1929, 1906, sino 
incluso de las más avanzadas de las del siglo pasado como fueron la de 1897 y la de 
1878. 

Hace notar también el mencionado autor, que solamente la Constitución de 
1945, que muchas veces se ha ponderado como la culminación del proceso 
democrático, sin embargo, solamente ésta es en realidad más reaccionaria que la 
actual, ya que la de 1945 no admitía ni siquiera los cuatro derechos absolutos, que 
contiene la actual Constitución, estas cuatro garantías, que no pueden suspenderse 
por ningún evento del vivir nacional. 

Más adelante examinaremos como pueden suspenderse estas garantías con lo 
cual también la Constitución de 1967 trae una novedad importantísima a 
indudablemente grave dentro de nuestro Derecho Constitucional cual es la de que el 
Presidente de la República puede tomar las facultades extraordinarias de suspender 
las garantías constitucionales cuando está en receso el Congreso sin necesidad de un 
permiso previo, como se ha exigido en las Constituciones anteriores. 

El Dr. Luis Tobar Ribadeneira en una Conferencia, pronunciada en la 
Residencia Universitaria Ilinizas y publicada en la Revista de Derecho N° 12 señala 
entre otras características de importancia que la formulación de las garantías en la 
Constitución de 1967, se aleja del carácter efectivamente individualista que había 
dominado en anteriores declaraciones y que se da el debido relieve a la importancia 
de la familia y de las otras organizaciones sociales, en la protección y 
desenvolvimiento de estos derechos de la persona humana. 

Otro punto de suma importancia que destaca el Dr. Tobar Ribadeneira es el 
de que el numeral 15 del Art. 28 establece una innovación en la materia a la que nos 
estamos refiriendo. El derecho de recurrir al amparo jurisdiccional correspondiente 
contra cualquier violación de las garantías constitucionales sin perjuicio del deber que 
se impone a los otros órganos del Poder Público para velar por la observancia de la 
Constitución y de las leyes. Nótese —dice— que constituye una garantía en favor de 
todos los habitantes, ya que es uno de los derechos de la persona según señala el res- 
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pectivo Capítulo y expresamente estatuye el artículo en mención. Por consiguiente, 
toda persona nacional o extranjera, ciudadano o no, de cualquier edad y condición 
que fuere, puede recurrir al amparo jurisdiccional contra toda violación de las 
garantías constitucionales (Nota, Revista de Derecho N° 12, pág. 27). 

Esta importante disposición coincide plenamente con lo que dispone el literal 
b) del inciso tercero del Art. 2° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
suscrito en las Naciones Unidas en Nueva York el 4 de abril de 1968, y que constituye 
sin duda el más adelantado y progresista instrumento en defensa de los derechos 
humanos. 

Dice dicho literal b): “Cada uno de los estados parte del presente pacto se 
compromete a garantizar que: la autoridad competente judicial administrativa o 
legislativa o cualquiera otra autoridad competente prevista en el sistema legal del 
estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso y a 
desarrollar las posibilidades de recurso judicial”. Verdaderamente el nervio del 
sistema de la protección de los derechos humanos es que éstos se puedan hacer 
efectivos mediante los recursos, principalmente de orden judicial, o administrativos o 
de otra índole; así lo aprecia el Pacto Internacional y así lo consigna nuestra Carta 
Política. 

A continuación, vamos a examinar en particular cada uno de los derechos 
garantizados en este Capítulo segundo en el Art. 28. 

Primero. — El derecho a la vida y a los medios necesarios para una existencia 
digna. 

Segundo. — La inviolabilidad de la vida: no hay pena de muerte. 

Estos dos primeros numerales reconocen el más natural y elemental de los 
derechos que corresponden a la persona humana. La vida es el primer bien natural, 
condición, requisito sobre el cual se sustentan los demás bienes naturales. 

La inviolabilidad de la vida, el derecho a la vida, excluye la posibilidad de que 
se prive al inocente de este gran bien; impone en cambio la obligación de sancionar 
con la debida severidad los atentados, los delitos, crímenes contra la vida. 

Comprende esta protección a todo ser humano, por consiguiente, en todos sus 
diversos estados, en las diversas edades, tanto a la persona ya nacida como al que está 
por nacer, al que está rodeado de circunstancias que le hacen un individuo activo en 
la sociedad como al que, por enfermedad, tara o cualquier género de circunstancias 
que disminuyan su capacidad, lo conviertan en un elemento puramente pasivo. El 
hombre por su dignidad de hombre, merece respeto y que se le conserve la vida. 

La obligación del Estado no es meramente negativa; de no matar al inocente, 
sino que debe proporcionar los medios como lo señala el inciso 
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primero del Art. 28, los medios necesarios para una existencia digna. Nuestra 
Constitución va algo más allá del simple mantenimiento de la vida. El Estado debe 
garantizar una vida propiamente humana lo cual según la enseñanza cristiana 
antiquísima supone también unos medios, incluso económicos, adecuados para que 
esa vida tenga tal característica de verdaderamente humana. 

En esta forma de un modo sintético se condena, se rechaza, una serie de 
delitos, individuales o colectivos, tales como el asesinato, la injusta pena de muerte, el 
aborto y los medios anticonceptivos que tratan de destruir la vida humana en su 
mismo germen, el genocidio y otras formas de atentar contra la vida del hombre. 

El Art. 6 del Convenio Internacional antes mencionado suscrito en Nueva 
York el 4 de abril de 1968, de una forma muy amplia garantiza el derecho a la vida 
como inherente a la persona humana. Establece la obligación de los estados 
signatarios de proteger por medio de la Ley, el derecho a la vida como consecuencia 
de lo cual nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente y se condena a 
continuación el genocidio y en algunos casos también, la pena de muerte que no 
puede ser impuesta por delitos cometidos por personas menores de 18 años ni se 
ejecutará a mujeres en estado de gravidez, protegiendo así la vida del que está por 
nacer. Propugna también el tratado la abolición de la pena de muerte, pero respetando 
la legislación de aquellos países que la admiten; en los que no hayan abolido la pena 
capital sólo podrá imponerse la pena de muerte por los más graves delitos y de 
conformidad con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que 
no sean contrarias a las disposiciones del presente pacto ni a la Convención para la 
prevención y sanción del delito de genocidio. Esta pena, la pena de muerte, además, 
sólo puede imponerse en esos Estados en cumplimiento de sentencia definitiva de 
tribunal competente. 

Es bien sabido desde luego, que en el Ecuador no existe la pena de muerte. 
Mucho queda en cambio por hacer en nuestro país, para que se cumpla como una 
realidad el precepto de que el Estado debe garantizar los medios necesarios para una 
existencia digna. Esto supone una elevación cultural, humana, intelectual, social, y 
económica de vastas mayorías de la población ecuatoriana, que actualmente no tienen 
esas posibilidades de existencia digna, proporcionadas por la sociedad. 

Esta inviolabilidad de la vida es una de las garantías absolutas. El Art. 185 de 
la misma Constitución establece que en ningún caso podrá decretarse la suspensión 
de las garantías de inviolabilidad de la vida y de integridad personal, ni expatriarse a 
un ecuatoriano. 

Nuestro Código Penal en los Arts. 417 a 438, sanciona los principales delitos 
contra la vida y protege la vida del que está por nacer ordenando que no pueda 
imponerse a la mujer encinta penas que podrían afectar la salud o vida del que está 
por nacer. 

Sanciona también el Código Penal, el aborto, aunque desgraciada- 
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mente consiente o excusa de responsabilidad en algunos casos en que no parece 
razonable tal benignidad de la Ley. El Art. 423 en el inciso segundo, exime de 
responsabilidad, para el caso del aborto, si el embarazo proviene de una violación o 
estupro cometido en una mujer idiota o demente. En este caso, para el aborto se 
requerirá, dice la Ley, el consentimiento del representante legal de la mujer, 
confiriendo por consiguiente a este representante legal de la mujer, unas facultades 
semi-divinas de decisión de vida y muerte sobre la persona de un inocente incapaz de 
defenderse por sí mismo, como es la criatura que aún no nace; precisamente por las 
circunstancias más lamentables, por tratarse de una mujer idiota o demente, la Ley 
debería ser más humana y compasiva con respecto de la criatura que no será 
necesariamente un demente, y que aunque lo fuera, por ser persona humana, tiene 
derecho a la vida y no puede ser condenada a muerte por la decisión arbitraria de 
quien ni siquiera tiene una función jurisdiccional sino que es simple representante de 
esa mujer. Disposición evidentemente inmoral, injusta y claramente contraria a la 
Constitución, de tal manera que debe entenderse derogada o modificada por la 
garantía constitucional de la vida y por el principio de igualdad contenido en el Art. 
25 de la Constitución. 

La Ley de Asistencia Social pone en práctica el precepto constitucional que 
estamos comentando al establecer toda una serie de servicios que tienden a facilitar a 
toda persona, el derecho a ser atendida en sus necesidades biológicas, y mediante el 
auxilio médico, farmacéutico, etc., procurando remediar algunas de aquellas 
circunstancias que ponen en extremo peligro la vida y proporcionando así a muchos, 
la posibilidad de tener esos medios necesarios para una existencia digna. 

En la Ley Especial de Oriente encontramos una curiosa disposición en el Art. 
5, letra p) que toma en cuenta la existencia de una costumbre bárbara, en reducidos 
grupos de los pueblos que habitan la región oriental, la costumbre de momificar las 
cabezas humanas de los enemigos. Establece este Art. 5 de la Ley Especial de Oriente 
que el Ministro de Gobierno tiene atribución para dictar las medidas que 
correspondieren para evitar la confección o el comercio de cabezas humanas 
reducidas y momificadas (zchantzas) y agrega que, quedan prohibidos en 
consecuencia la confección, el comercio y el transporte de dichas zchantzas y el 
Ministerio impondrá además del comiso (como si se tratara de una mercancía; 
realmente así la consideran aquellos pueblos salvajes), la multa de 5.000 sucres a 
quienes en la provincia de la región oriental o fuera de ellas, violaren este artículo. Las 
zchantzas que se decomisaren serán enviadas a los museos nacionales. Concédese 
acción popular para la denuncia de las infracciones que violaren esta disposición; es, 
pues, una disposición administrativa de carácter penal; impone una multa 
relativamente severa para las poblaciones en las cuales podría darse todavía este 
inhumano comercio de cuerpos humanos. 

Como consecuencia o derivación muy mediata del principio de la 
inviolabilidad de la vida se formula el inciso tercero del Art. 188, el Estado garantiza: 
tercero, la integridad personal: no hay torturas ni pueden emplearse sino para fines 
terapéuticos, drogas y otros medios que enerven las facul- 
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tades de la persona. El Dr. Salvador Lara observa a este propósito, que la Constitución 
de 1946 era más amplia o explícita en punto a las torturas porque agregaba la 
prohibición absoluta de la pena de azotes, la cual, si bien debe entenderse 
comprendida dentro del género de las torturas, podría por algunas personas 
considerarse que no está incluida en dicho género por lo cual habría sido preferible el 
mantenimiento del texto de 1946 que prohibía expresamente la flagelación. 

En cuanto a la prohibición del uso de drogas que enerven las facultades de la 
persona es una innovación que corresponde a lamentables hechos que quizás no se 
han producido en nuestro país pero que sí son conocidos como plagrantes delitos 
contra el respeto debido a la integridad moral, psicológica y a veces también física de 
las personas, delitos que se han cometido principalmente en los países comunistas y 
totalitarios para lograr confesiones más o menos ficticias destruyendo la integridad 
psicológica de las personas mediante drogas. Tales drogas sólo pueden emplearse 
para finalidades terapéuticas, para restablecer o mejorar la salud de las personas. Se 
excluye el uso de drogas para fines de investigación criminal o para fines 
estupefacientes; a este respecto tenemos una legislación bastante perfeccionada 
mediante la Ley de Drogas y preparados estupefacientes con sus correspondientes 
reformas además de las convenciones internacionales a las cuales se ha adherido el 
Ecuador, que se han celebrado últimamente en diversos lugares, la última de ellas en 
Bankog, 1963, y que tienden a eliminar del comercio mundial y de los usos de los 
países civilizados y aún de todo lugar del mundo, el uso de preparados 
estupefacientes que destruyen la integridad psicológica y moral de las personas. (Nota 
ver Ley sobre tráfico de materias primas, drogas y preparados estupefacientes en la 
Recopilación de Constitución, Leyes del Ecuador preparada por la Comisión 
Legislativa del año 1960, pág. 1718 y siguientes y las reformas a esta Ley Decreto 
Supremo 643: R.O. 82: 18 - X - 6 3  y reforma del Decreto Supremo 1415: R.O. 161: 23 -
1 - 6 4 ) .  

Como complemento de esta materia podemos citar también el literal i) del N° 
18 del mismo Art. 28 de la Constitución, establece' que las penas no lesionarán la 
dignidad humana, antes deben propender a la reeducación del condenado. No se 
emplearán tratos humillantes para investigar una infracción, de tal manera que 
algunas formas de tortura que no sean rigurosamente físicas pero que signifiquen una 
humillación excesiva o un menosprecio de la dignidad, quedan eliminadas 
tutelándose, en esta forma más, la integridad física, psicológica y moral de los 
individuos. 

Cuarto. — El derecho a la honra y la intimidad personal y familiar. 

El derecho a la honra, es decir a la buena reputación, a la buena fama, el 
aprecio de las demás personas, es también un derecho natural ampliamente 
reconocido de un modo histórico, tradicional en nuestro país. La Constitución de la 
República en este mismo artículo, en su inciso final indica que la inocencia se presume 
mientras no haya declaración judicial de culpabilidad con arreglo a la Ley. 
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He aquí la base de la honra de las personas, no se las puede considerar 
delincuentes, culpables de faltas contra el derecho o contra la moral mientras no exista 
un fundamento sólido, cierto, declarado por la autoridad competente. Deben ser 
tratadas con la consideración y respeto debidos a una persona inocente. También el 
Código Penal ecuatoriano, de conformidad con esto, establece que ninguna pena 
puede ejecutarse mientras estí pendiente el recurso o aclaratoria de la sentencia, de ta) 
manera que incluso la persona que ha sido ya condenada penalmente, no puede ser 
tratada como delincuente ni sufrir una pena o sanción si es que dicha sentencia puede 
ser revisada está sometida a recurso o aclaración (Art. 69 del Código Penal). 

El Estado debe velar por esta honra de las personas, incluso de los que han 
fallecido. El inciso tercero del Art. 132 señala entre las atribuciones del Senado, 
rehabilitar la honra o la memoria de los condenados injustamente siempre que el juez 
o tribunal respectivo mediante el recurso de revisión que concede la Ley, haya 
establecido su inocencia; incluso las sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada 
admiten revisión cuando, en materia penal, se ha cometido un error por el cual se ha 
condenado a un inocente; si se demuestra por ejemplo, la inexistencia del delito o la 
clara culpabilidad de otra persona y la inocencia del presunto delincuente detenido 
por esas faltas, las autoridades están en la obligación de reparar el daño que han 
causado y la Constitución se preocupa de la reparación del daño moral atribuyendo 
al Senado de la República la facultad y la obligación de hacerlo. 

En cuanto a la intimidad personal y familiar a la que se refiere la última parte 
de este inciso cuarto, supone también una forma de tutelar la honra de las personas. 
Hay hechos, modos de ser, creencias, costumbres, características de la persona y de su 
familia que pueden no tener ningún aspecto peyorativo, mucho menos delictivo o 
contrario a la moral, que sin embargo no tienen por qué ser del conocimiento del 
público ni pueden aprovecharse o tomarse como motivo para una inculpación pública 
o para las discusiones de índole político, en una palabra, no tienen por qué darse a la 
publicidad por personas extrañas. Este es el respeto a la intimidad personal y a la 
intimidad familiar. 

La reciente Conferencia sobre Derechos Humanos, celebrada en Teherán ha 
recomendado especial atención para evitar que los modernos inventos electrónicos 
sirvan de medios para violar la intimidad personal y familiar. Por ejemplo, no es lícito 
poner micrófonos o grabadoras electromagnéticas en el domicilio de un individuo, o 
en su lugar de trabajo, etc., sin su conocimiento y expreso consentimiento. 

De modo indirecto las leyes protegen esta intimidad, por ejemplo, el Código 
de Procedimiento Penal, en el Art. 170, declara que la morada de un habitante del 
Ecuador no puede allanarse, sino en casos excepcionales que allí mismo se señalan. 
Esta imposibilidad de allanar el domicilio de una persona, sino con orden judicial, 
etc., es un resguardo sumamente firme, de la intimidad personal y familiar. También 
el Art. 70 del mismo Có- 
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digo de Procedimiento Penal, dispone que no pueden ser testigos los indiciados como 
coautores, cómplices o encubridores de la infracción que se juzga, ni su cónyuge ni 
sus parientes dentro del cuarto grado civil de consanguinidad o segundo de afinidad, 
en esa forma se evita el que las íntimas relaciones de familia, que permiten un 
reconocimiento mayor de las circunstancias personales de un individuo, se conviertan 
en un peligroso lazo que comprometa la tranquilidad de los ciudadanos. Los vínculos 
de afecto que unen a las personas de la misma familia no pueden ser destruidos 
inmisericordemente por la Ley, ni siquiera en el afán de aclarar los hechos para hacer 
justicia. 

El ya mencionado Pacto de Derechos Civiles y Políticos, suscrito en la 
Organización de las Naciones Unidas, y abierto a la firma de las Naciones, desde el 4 
de abril de 1968, establece esta garantía de la intimidad personal y familiar y del 
derecho a la honra, incluso con una pormenorizada regulación de las características 
del juicio, lo cual se establece principalmente en el Art. 14; pero nuestra Constitución, 
con esta formulación bastante escueta, lacónica, cubre evidentemente su cometido en 
esta materia con bastante exactitud. 

Los incisos siguientes del Art. 128, tratan principalmente de la libertad en sus 
más variados aspectos, como ya quedó indicado. En el inciso quinto, se trata de la 
libertad de opinión y expresión del pensamiento; Dice así: 

Quinto: "La libertad de opinión y expresión del pensamiento por cualquiera de 
los medios de comunicación colectiva, siempre que se respete la Ley, la moral, y la 
honra de las personas. 

Este derecho se ejercerá teniendo en cuenta que los medios de comunicación 
colectiva tienen por objeto primordial la defensa de los derechos nacionales y la 
difusión de la cultura y que deben constituir un servicio social, acreedor al respeto del 
Estado. 

Ninguna autoridad o funcionario, podrá suspender, clausurar, secuestrar o 
incautar publicaciones, imprentas, u otros medios de comunicación colectiva. 
Tampoco se perseguirá o encarcelará a pretexto de delitos cometidos por dichos 
medios, a sus directores, redactores y demás trabajadores y auxiliares, salvo 
resolución judicial. 

En cuanto a las publicaciones anónimas, se estará a las disposiciones 
legales. 

Toda persona natural o jurídica, tiene derecho, con arreglo a la Ley, a la 
rectificación gratuita de las aseveraciones o imputaciones falsas o calumniosas, hechas 
por los medios de comunicación colectiva.” 

La libertad de opinión y de expresión de pensamiento, en cuanto permanece 
circunscrita dentro de los límites de la actuación particular del individuo, de su 
manifestación en privado, no requería una especial decía- 
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ración por parte de la Constitución, ya que resulta prácticamente inviolable. Más 
expuesta a los atentados, principalmente por parte del Poder Público, está la libertad 
de expresión de las opiniones o de pensamiento, por los medios de comunicación 
colectiva, la prensa, la radio, la televisión, etc.; y por eso el numeral quinto, se centra 
principalmente en torno a estos medios de comunicación colectiva; esto no significa, 
desde luego, que la libertad de opinión, de expresión del pensamiento, no está 
garantizada también en ese otro aspecto privado, al que me refería hace un instante. 

Este inciso, a diferencia de los anteriores, y de muchos de los que siguen a 
continuación, es menos conciso, se ha explayado en ciertas explicaciones, y la 
abundancia de su contenido trae consigo una cierta obscuridad. 

Se ha querido ver una contradicción entre el inciso primero, el tercero y el 
quinto, va que en la primera parte se habla de un respeto a esta libertad de opinión, 
siempre que se respeten la Ley, la moral, y la honra de las personas y en concordancia 
con ello, establece la obligación de rectificar las aseveraciones o imputaciones falsas o 
calumniosas, que son evidentemente inmorales, pero en cambio, en el inciso tercero, 
de una manera absoluta excluye la posibilidad de ciertas sanciones enérgicas para 
aquellas publicaciones o expresiones colectivas, de comunicación colectiva que sean 
precisamente inmorales, o contrarias a los derechos de las personas. Ninguna 
autoridad o funcionario, puede suspender, clausurar o incautar, secuestrar 
publicaciones, imprentas, u otros medios de comunicación colectiva, sin salvedad 
alguna, de tal manera que, se podría pensar que tampoco pueden imponer estas 
sanciones en el caso de que se trate de publicaciones, transmisiones, etc., que sean 
evidentemente contrarias a la Ley, la moral y la honra de las personas, lo cual 
supondría una cierta contradicción. Pienso de todas formas, que debe interpretarse el 
artículo en forma de salvar su debida coordinación, que precisamente se ha de 
entender que la garantía de que las autoridades no incautarán, etc., es la regla general 
que debe sufrir excepción cuando hay orden judicial, cuando hay declaración de que 
determinadas publicaciones, emisiones, etc., son contrarias a la Ley, la moral, los 
derechos de las personas; en este caso, la regla general sufre la excepción o mejor dicho 
no es aplicable, porque precisamente, se supone que la protección de las autoridades 
y del Derecho, se refieren a los que están encuadrados dentro de la Ley, a las 
expresiones del pensamiento y de la opinión que cumplan rigurosamente la condición 
de ser legales, que respeten la Ley, la moral y la honra de las personas; caso contrario, 
no merecen esa protección, no es una libertad sino libertinaje, que debe ser sancionado 
rigurosamente por el Estado, precisamente para salvar la libertad de comunicación 
colectiva de las opiniones, y de expresión libre del pensamiento. 

Solamente en un clima de respeto a la libertad, se puede incumplir el 
postulado del Art. 24 de la Constitución, de que el Estado garantizará también ese 
desarrollo de la cultura, el libre acceso a la cultura, por parte de los habitantes de la 
República. Un clima de libertad aherrojada, sería lo más contrario al desarrollo de la 
cultura y a la garantía constitucional, señalada en ese artículo de la Carta Política. 
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La importancia que reconoce el Estado Ecuatoriano, a estos medios de 
comunicación colectiva, se refleja también en el hecho de que integran el Senado, 
representantes de los medios de comunicación colectiva y las Academias y Sociedades 
Científicas y Culturales, de acuerdo con el Art. 119 de la Constitución. 

La libertad de opinión que, se reconoce a todos los ciudadanos, con mayor 
razón, se garantiza también a los legisladores, de acuerdo con el Art. 126. 

Los atentados contra la libertad de prensa están reprimidos con el Código 
Penal principalmente en el Art. 189 que sanciona a cualquier acto arbitrario o 
atentatorio contra la libertad de derechos garantizados por la Constitución, cuando 
éstos son cometidos por funcionarios o empleados públicos. También castiga el 
Código Penal, los atentados contra los medios de comunicación, refiriéndose 
principalmente a las vías, ferrocarriles, etc., en el Art. 392, pero de modo especial a los 
medios de comunicación oral, principalmente las comunicaciones, telefónicas, 
telegráficas o postales, en el Art. 398. El mismo Código en el Art. 272 castiga los 
escritos anónimos o sin pie de imprenta; y objeto de particular penalidad es la 
apología del delito, sea valiéndose de la imprenta o por otro medio (Art. 3 6 3 ) ,  en 
todo caso se supone una cierta difusión de estas ideas que alaban el delito o al 
delincuente, puesto que la simple manifestación privada en ese sentido no constituiría 
igual delito. En los Arts. 474 y 475 del Código Penal se establece que serán sancionados 
por las autoridades y conforme a la Ley ecuatoriana, las injurias, calumniosas o no, 
publicadas en el extranjero si es que se han impreso en papeles que ingresan al 
Ecuador; la sanción se extiende a las personas que introducen dichos papeles o que 
hayan ordenado su impresión en el exterior; cuando se ha injuriado a una persona en 
el extranjero y se reproducen después en nuestro país dichas injurias, existe 
igualmente delito que sanciona el mencionado Art. 475. 

En Decreto Supremo 578 publicado en el R.O. N° 459 de 17 - III - 65 en los 
Arts. 3° y 8°, hace referencia a delitos que se pueden cometer por medio de la prensa 
y otros medios de comunicación colectiva, se sanciona en dicho Decreto, la difusión o 
propagación, por cualquier medio, de noticias falsas destinadas a alterar el orden 
público o contra el honor de la nación, lo mismo que la publicación de discursos, 
arengas, etc., de orden subversivo. 

Las mencionadas son las principales disposiciones legales de carácter penal 
relativos a imprenta y otros medios de comunicación colectivos, se puede observar 
como carácter general de todas ellas, que constituyen atentados contra bienes que el 
derecho y el Estado protegen, como son: el bien de la honra, de la paz, el de la 
seguridad de los ciudadanos y del Estado mismo. En estos casos, claro está, que el 
delincuente no puede ampararse en las disposiciones constitucionales y las 
autoridades por los medios legales, pueden tomar las medidas adecuadas para 
reprimir el delito. 

La misma Constitución de la República establece la posibilidad de 
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que el Presidente de la República imponga la censura previa de prensa, radio y 
televisión en los casos en que ha declarado el estado de sitio y consiguientemente, a 
asumido las facultades extraordinarias; en tales circunstancias se supone que son de 
extremo peligro para la paz pública, para la estabilidad del Gobierno, la seguridad de 
la nación se justifica esta medida excepcional de la suspensión de las garantías 
relativas a los medios de comunicación. Esta suspensión deberá durar únicamente lo 
indispensable y no justifica actos arbitrarios del poder público sino la vigilancia 
mayor, preventiva, que evite mayores males en un momento de conmoción o de 
peligros extraordinarios para la nación. 

La libertad relativa a los medios de comunicación social está especialmente 
protegida por la Ley de Elecciones en todo lo que se relaciona con la propaganda 
electoral en el Título VI de dicha Ley, así en el Art. 153 establece el principio de que 
los partidos políticos tienen derecho a hacer propaganda doctrinaria y electoral por 
los medios de comunicación colectiva y mediante reuniones en lugares públicos y 
privados sujetos a la Ley y a las ordenanzas municipales; igualmente pueden 
organizar clubes o comités, según el Art. 154, y reuniones de carácter electoral (Art. 
1 5 5 ) ;  sin embargo, esta libertad de propaganda tiene sus límites, marcados 
igualmente por razones de seguridad y de orden. El Art. 157 de la Ley de Elecciones 
establece que, con 48 horas de anticipación al día de las votaciones, se dará término a 
toda propaganda político-electoral con excepción de la que se realice por los medios 
de comunicación colectiva y aún ésta el día de los comicios se halla más reducida o 
restringida porque establece el Art. 158 que las radiodifusoras v estaciones de 
televisión en ese día podrán informar de los comicios sin incluir propaganda electoral. 
La misma Ley de Elecciones establece un principio de suma importancia en el Art. 
159, “los órganos de los medios de comunicación colectiva cobrarán a los partidos 
políticos por sus manifiestos, comunicados y propaganda las mismas tarifas que las 
establecidas para la propaganda comercial”. Este principio de la igualdad de costos 
de la propaganda electoral, aunque no está formulado de una manera demasiado 
directa, sería de suma importancia que se hiciera eficaz en la práctica, hace falta una 
reglamentación adecuada para esta garantía de suma importancia para la verdadera 
democracia en el proceso electoral. Las radiodifusoras del Estado v de los Municipios 
a solicitud de los interesados, transmitirán o retransmitirán gratuitamente los actos de 
proclamación de candidatos a la Presidencia y Vicepresidencia de la República, así 
como la sesión inaugural y de clausura de las Asambleas Generales de los partidos; 
las emisoras que transmitan los actos no podrán ser obligadas por las autoridades a 
entrar en cadena para difundir simultáneamente actos oficiales, he aquí otros dos 
principios señalados en el Art. 161 de la Ley de Elecciones que igualmente tienden a 
hacer efectiva la garantía de la libertad de comunicación en materia electoral. Y en el 
Art. 163 se completa el cuadro de libertades estableciendo que, si un órgano de un 
medio de comunicación colectiva que no fuere órgano oficial de un partido político, 
aceptare propaganda electoral de un partido o grupo político, no podrá negarse a 
aceptar propaganda de otro u otros, siempre que ésta se ciña a la Lev. Podríamos 
titular a este artículo como el derecho a que no exista discriminación por parte de los 
órganos de comunicación colectiva respecto de las tendencias 
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políticas. Estos órganos pueden abstenerse de toda propaganda electoral, pero si 
aceptan la de un grupo político, están obligados a aceptar en iguales condiciones las 
de los otros que deseen tener tales servicios. 

Para que todas estas diversas garantías o diversos aspectos de la garantía de 
libertad de medio de comunicación sean eficaces, el Art. 188 de la Ley de Elecciones, 
establece una pena de multa de 200 a 500 sucres a los propietarios o representantes de 
los medios de comunicación colectiva que infringieren las normas prescritas por la 
Ley en materia de publicidad. 

Aparte de los medios legales que acabamos de reseñar tendientes a hacer 
efectiva la libertad de medios de comunicación, existen indudablemente otros medios 
que podríamos llamar culturales, sociales y aún económicos que deben emplearse con 
igual fin, es indudable que la elevación del nivel cultural de todo el pueblo y 
principalmente de las personas dedicadas al ejercicio de profesiones relacionadas con 
los medios de comunicación, es una de las garantías más firmes de la libertad. La 
libertad no se impone únicamente a base de multas y de penalidades para quienes la 
violan, sino que el ideal del Estado democrático es el de que ésta se respete por la 
convicción misma de los ciudadanos. Más importante aún es que el Poder Público no 
ejerza presiones de índole cultural, político o económico, sobre los medios de 
comunicación colectiva, presiones que, por el poder extraordinario del Estado, 
sabemos que son prácticamente irresistibles o muy difíciles de resistir. 

El Dr. Antonio Bustamante señala (Nota: Revista de Derecho N° 13, pág. 88-
92) que la subvención más o menos indirecta del Estado a los periódicos, pone en 
grave peligro su independencia; se refiere a las publicaciones oficiales que con razón 
o sin ella suelen hacerse como un medio de financiar o de equilibrar el presupuesto 
de ciertas publicaciones poniendo en un grave compromiso a éstas frente al poder 
público. Estos usos que aparentemente encuadran dentro de la Ley pueden ser 
altamente perjudiciales para la verdadera independencia de los medios de 
comunicación colectiva y, por consiguiente, para el uso debido de la libertad de 
medios de comunicación. 

Muy relacionado con lo anteriormente expuesto se encuentra el numeral 6° 
del Art. 28 que hace referencia a la vida cultural. 

Sexto. — La libre participación en la vida cultural de la comunidad y en la 
investigación científica. 

Concordancias: —Constitución 58. 
                             —Ley Orgánica de Educación, 1. 

En realidad, en este numeral se hace referencia a dos aspectos concretos de la 
libertad. La libre participación en la vida cultural y la libertad de investigación 
científica. Ambas excluyen todo género de discriminaciones en cuanto a la posibilidad 
de ingreso a los establecimientos de educación e investigación, museos, bibliotecas y 
demás lugares donde se pueda crear o asimilar cultura; ambas suponen también la 
posibilidad de manifestar en íntima coordinación con lo establecido en el numeral 
anterior, los 



COMENTARIO DE LA CONSTITUCION 

resultados de esa creación cultural o de esa investigación científica; solamente así 
puede hablarse de verdadera libertad en este campo. 

Tiene relación este numeral sexto con lo que se establece en el Art. 58 de la 
misma Constitución que al hablar de la propiedad establece que la riqueza artística y 
arqueológica igual que los documentos fundamentales para la historia del país, sean 
quienes fueren sus dueños, constituyen patrimonio cultural de la Nación y están bajo 
el control del Estado el cual podrá prohibir o reglamentar su enajenación o 
exportación y decretar las expropiaciones que estimare oportunas para su defensa con 
arreglo a la Ley. El hecho de que todos estos elementos de cultura nacional estén bajo 
el control del Estado, se entiende que ha de ser, no para restringir su uso, para excluir 
a unas personas de su utilización, para hacer a unos ciudadanos de mejor condición 
que otra, cosas prohibidas por la Constitución, sino precisamente para facilitar a toda 
la posibilidad de tener acceso a esas fuentes de cultura. 

Séptimo. — El derecho a la información y al libre acceso a sus fuentes, sin 
más limitaciones que la seguridad internacional del Estado y la vida privada de las 
personas, de las personas. 

Concordancias: —Constitución 75. 
                            —Ley Orgánica de Educación 7. 

Un aspecto concreto de la cultura es la información, podríamos decir que es 
uno de los escalones más elementales, pero también más necesarios, por eso después 
de haber garantizado la participación en la vida cultural y en la investigación 
científica, agrega este nuevo aspecto de la libertad en el inciso 7° del Art. 28. 

Como todas las diversas manifestaciones de la libertad, tiene sus limitaciones, 
y en este caso, concretamente se señalan dos: la seguridad internacional del Estado, y 
la vida privada de las personas. Indudablemente podrían agregarse otros motivos 
para la limitación de esta libertad también la seguridad interna del Estado puede 
imponer en determinados momentos una cierta limitación de los medios de 
información o que una persona no tenga acceso a esa información; otras razones ele 
índole moral, de moralidad pública, igualmente imponen una cierta reserva con 
relación a crímenes u otras noticias que necesariamente no deben divulgarse. El 
mismo Código de Menores establece, por ejemplo, que cuando el menor de 21 años 
ha cometido un delito está prohibida la publicación de sus nombres o de sus 
fotografías en los medios de comunicación social. He aquí una limitación que no hace 
referencia a la seguridad internacional y que no es tampoco una cuestión simplemente 
de la vida privada de unas personas, puesto que un delito afecta a la comunidad; 
depende más bien de razones de orden moral, educativo: evitar el escándalo, el 
contagio del vicio, la imitación del delincuente por parte de las mentes juveniles, y 
salvar le honor de estas personas que todavía no tienen un grado suficiente de 
madurez y de responsabilidad. Resulta, pues, un tanto insuficiente la enumeración de 
las limitaciones de la libertad en este aspecto. 

27 
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El Art. 75 de la Constitución hace referencia a la libertad de los partidos 
políticos para usar los medios de comunicación colectiva y de difusión de sus 
programas, algo más de lo que habíamos considerado en la Ley de Elecciones, y 
reafirma este Art. 75, que la Ley establecerá el control del gasto electoral para impedir 
la hegemonía de grupos económicos; esa posibilidad de distorsionar la verdad a 
través de informaciones exageradas o evidentemente falsas, sin embargo, es posible 
por parte de quienes tienen los medios materiales para realizarlo. 

Octavo.— La libertad de creencia religiosa y de culto, individual o colectivo, 
en público o en privado. 

Concordancias: —Constitución 122, N° 6, 74. 
                            —Código Penal 149 a 155. 
                            —Modus Vivendi con la Santa Sede, de 1937. 
                            —Ley de Elecciones, 164 a 204. 
                            —Ley de Registro Civil de 1965: 15. 

También este artículo hace referencia a los aspectos bastante diversos de la 
libertad. El primero señala el reconocimiento de las creencias que una persona tenga 
en materia religiosa, lo que propiamente se llama libertad de las conciencias: nadie 
puede perturbar ni impedir la creencia religiosa que un individuo tenga. El segundo 
aspecto se refiere a la libertad de culto, tanto individual como colectivo, público o 
privado. 

Estos aspectos de la libertad se han ido abriendo paso progresivamente en 
nuestras diversas constituciones. Nunca ha sido del todo desconocida la libertad, pero 
sí hay que reconocer un evidente y valioso progreso, sobre todo en las constituciones 
del presente siglo. 

Por otra parte, en el mundo entero, el sentido de respeto a la libertad de las 
conciencias y a la libertad religiosa o de cultos, ha ido progresivamente afirmándose 
en la mayoría de las naciones. En la actualidad se puede decir que sólo en los países 
comunistas se sigue un criterio totalmente contrario a esta libertad que se traduce en 
una persecución a veces llevada con medios extremadamente refinados de crueldad 
que raya en lo más inhumano; en esos países dominados por el comunismo se 
desconoce absolutamente la libertad de culto y se persigue incluso la libertad de 
conciencia, tratando de violentar las condiciones personales y esto por todos los 
medios. El Estado se vale de toda la presión, el poder de su fuerza, para destruir las 
creencias arraigadas en los pueblos, para impedir la formación de la juventud dentro 
del espíritu religioso; y se promueven campañas, a veces con ingentes medios 
económicos, campañas de ateísmo contrarias a toda religión. Blanco principal de 
todos estos ataques es la Iglesia Católica y las demás comunidades cristianas las cuales 
principalmente son perseguidas con la mayor crueldad y violencia en los países 
comunistas. En el resto del mundo se cometen a veces ciertas violaciones a la libertad 
de las conciencias o ciertas limitaciones a la libertad de culto como las consistentes en 
la limitación de ciertos actos de culto público o de la constitución de organizaciones 
de índole religioso o de la libertad de sus actividades, pero normalmente no se llega a 
los grados de incivilización propio de los países comunistas. 
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La Iglesia Católica por su parte, siempre ha proclamado la libertad de las 
conciencias estableciendo desde antiquísimos concilios —los primeros concilios de la 
cristiandad—, la prohibición más rigurosa de imponer por la fuerza, —como era tan 
frecuente en aquella época por parte de otras religiones—, la adscripción a la 
comunidad cristiana; ésta siempre ha considerado necesario un acto de libertad 
completa de los hombres en cuanto tienen uso de razón. La Iglesia ha sancionado, 
incluso con sus más severas penalidades, la imposición de las obligaciones de la 
adscripción al cristianismo por parte o a quienes no deseaban serlo; y estos abusos 
cuando se han cometido han sido severamente rechazados por la Iglesia en todo 
tiempo. Por la libertad de las conciencias, la Iglesia ha sufrido graves persecuciones 
por parte de todas las tiranías y se ha manifestado siempre la verdadera abanderada 
de la libertad, incluso prestando ingentes servicios a la difusión de la cultura a través 
de sus colegios, universidades, escuelas, la predicación oral y todos los medios con 
los cuales los cristianos han difundido la cultura y con ella por consiguiente la 
libertad. Pero los medios prácticos y concretos aplicados por los príncipes y poderes 
cristianos o que así se han llamado, no han sido siempre los más acertados, ni tampoco 
pueden juzgarse con la mentalidad del mundo contemporáneo. 

Los medios precisos de hacer efectiva la libertad religiosa, han variado 
notablemente conforme a las circunstancias de cultura, de organización del poder 
público, de estructura de la sociedad; así en países íntegramente cristianos se han 
tomado a veces medidas rigurosas para defender aquella unidad de creencia frente a 
la difusión más o menos violenta y arbitraria de conceptos contrarios a la religión que 
muchas veces eran también contrarios a la estructura temporal misma del Estado, en 
aquellos casos la reprensión ha sido incluso violenta, pero si bien significaba la 
limitación de la libertad para unos, era también una manera como en aquellos tiempos 
se entendía la protección de la libertad de otros. 

De todas formas, en el tiempo presente, la libertad religiosa que, ha sido 
admirablemente reafirmada y formulada en documentos del Concilio Vaticano II, 
principalmente en el Decreto sobre la libertad religiosa y en la Constitución sobre la 
Iglesia en el mundo moderno —Constitución Gau- dium et Spes—, asume unas 
modalidades bastante diferentes de las que se concebía en tiempos antiguos. Se pide, 
ante todo, un respeto por parte del poder público y de todo género de autoridades, 
culturales, de toda índole, a la posibilidad de cada individuo de buscar la verdad y de 
adherirse a ella. Estos documentos conciliares que a veces han sido mal entendidos, 
interpretados como fórmulas que autorizan más o menos el relativismo religioso o la 
indiferencia, por el contrario señalan como una fuerza extraordinaria la importancia 
de llegar a la verdad total, y el respeto a la libertad parcial, que puede encontrarse en 
los hombres de buena voluntad, aunque no se hayan adherido totalmente a la verdad 
cristiana, y la necesidad de que todos los hombres busquen sinceramente, en un 
ámbito de libertad, esa verdad plena que la Iglesia Católica tiene convicción absoluta 
de poseer, y que por eso mismo no teme pueda desvirtuarse en un clima de amplia 
libertad. La Iglesia pide esta libertad, la defiende para sí y la defiende también para 
todos los demás hombres, incluso para los que no pertenecen a la Iglesia, 
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para que puedan hallar precisamente la libertad, fundándose en aquel principio 
eterno: “la verdad os hará libres”. (Jn. 8, 3 2 ) .  

Se puede decir que una de las grandes conquistas del mundo moderno, es la 
difusión de este principio del irrestricto respeto de la libertad de las conciencias y a la 
libertad religiosa, que casi en todos los países del mundo se respeta con amplitud. 

Desgraciadamente, subsisten aún algunas formas, más o menos veladas, de 
persecución religiosa o de discriminación por motivos religiosos, incluso en nuestro 
país. Ya he tenido oportunidad de señalar, un tanto de paso, en el comentario de esta 
Constitución, unas disposiciones anacrónicas que toman en cuenta los principios 
religiosos, o la situación religiosa de un individuo, para restringir sus derechos, lo cual 
está en abierta oposición con el principio de libertad de las creencias religiosas y de 
libertad de culto. Como tantas veces he afirmado, la libertad no es una teoría abstracta, 
si no que tiene que ser una garantía concreta, es decir que el Estado ha de proporcionar 
todos los medios adecuados para que cada uno pueda escoger libremente, y actuar de 
acuerdo con su conciencia debidamente formada, y por consiguiente, cualquier 
restricción significa una presión en este aspecto. Más adelante, consideraremos, en 
particular, lo que se refiere a la enseñanza, y enseñanza de la Religión, que es uno de 
los puntos más delicados, en los cuales el Estado debe saber respetar de un modo 
positivo la libertad de creencias religiosas que estamos comentando. 

El pacto sobre derechos civiles y políticos suscrito en New York el 4 de abril 
de 1968 y recientemente aprobado por el Senado de la República, establece en el Art. 
18 que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las 
creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias 
individual o colectivamente, tanto en público como en privado mediante el culto, la 
celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza.— Continúa todavía este Art. 18 
precisando diversos aspectos de esta libertad.— Nadie será objeto de medidas 
coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o las 
creencias de su elección. La libertad de manifestar la propia religión o las propias 
creencias estará sujeta únicamente a las delimitaciones prescritas por la Ley que sean 
necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral pública o los 
derechos y libertades fundamentales de los demás. Los estados se comprometen a 
respetar la libertad de los padres y en su caso, de los tutores legales para garantizar 
que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus 
propias convicciones. 

He aquí de una manera bastante amplia la exposición de cómo se entiende en 
el ámbito universal el principio de la libertad religiosa. Nuestra Constitución en rigor, 
se encuadra dentro de estos principios, aunque la declaración del numeral octavo del 
Art. 28 es bastante más escueta pero dentro de esa formulación breve, lacónica, se 
puede entender perfectamente, comprendida toda esta amplia gama de principios de 
libertad religiosa que 
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son además para nuestro país un compromiso internacional, en virtud del citado 
pacto de Nueva York. Por consiguiente, deben condenarse como abiertamente 
contrarios al espíritu de la Constitución y a los compromisos internacionales del 
Ecuador todos los rezagos de discriminación religiosa que algunas leyes secundarias 
de la República aún conservan. Me refiero, principalmente, a las prohibiciones 
contenidas en la Ley de Registro Civil sobre la celebración del matrimonio y del 
bautismo antes de que se hayan cumplido con las disposiciones de índole civil en la 
materia; también las incapacidades señaladas en varias leyes y en la Constitución, 
impuestas a los ministros de cualquier culto, a las comunidades religiosas y a los 
religiosos para el ejercicio de ciertos cargos públicos, profesionales, actividades 
políticas, etc., en todo lo cual debería prevalecer el principio de la igualdad más 
absoluta sin estas discriminaciones evidentemente odiosas, anticonstitucionales y 
contrarias a los principios aceptados hoy en todo el mundo civilizado. 

El Modus Vivendi celebrado con la Santa Sede en 1937 garantiza también la 
plena libertad de ejercicio de sus funciones por parte de la Iglesia Católica, de sus 
ministros, de los miembros de ella, de tal manera que este instrumento internacional 
—en perfecta coordinación con lo establecido en la Carta Política— es un instrumento 
más de garantía de la libertad religiosa. En el mismo Modus Vivendi se señalan 
aspectos determinados de esa libertad, principalmente los relacionados con la 
educación, con la actividad misionera, con la actividad cultural y con la libertad de 
asociación y de organización de entidades religiosas en el país. 

En el Código Penal se establecen diversos delitos contra la libertad de 
conciencia y de pensamiento en los Arts. 149 a 165; todos ellos se refieren a actos de 
violencia, de coacción que tienden a privar de la libertad tanto de pensamiento 
religioso como de su expresión interna a través de los actos de culto. 

Noveno. — La inviolabilidad del domicilio: nadie puede entrar en habitación 
de otro sin su consentimiento o sin orden firmada por autoridad competente; sin tal 
orden, sólo en los casos expresamente determinados por la Ley. 

Concordancias: —Constitución 43. 
                            —Código de Procedimiento Penal, 170. 

Esta inviolabilidad del domicilio está en íntima relación como ya se mencionó, 
con la inviolabilidad de la intimidad personal y familiar mencionadas en el inciso 4° 
de este mismo artículo. El domicilio de una persona resguarda aquella intimidad 
personal y familiar, y por eso no puede ser violado sino en aquellos casos en que el 
orden, la seguridad pública lo exigen. Por esta razón, la Constitución de la República 
exige el consentimiento de la persona para que otra pueda entrar en su habitación o 
cuando este consentimiento no existe puede ser reemplazado por la orden firmada 
por autoridad competente. También en algunos casos de emergencia puede 
autorizarse directamente por la Ley sin necesidad de orden firmada por autoridad. 
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Esta garantía se refiere principalmente a las personas individuales; sin 
embargo, es aplicable también a las personas jurídicas y la Constitución de la 
República en el Art. 43 hace especial mención de la inviolabilidad del domicilio en las 
universidades. Sus recintos, dice, son inviolables y no pueden ser allanados sino en 
los casos y términos en que pueden ser una morada de una persona, se entiende de 
una persona particular. 

El Código de Procedimiento Penal en el Art. 170 establece la inviolabilidad de 
la morada de un habitante del Ecuador indicando que no puede allanarse sino en los 
casos que allí mismo se enumeran, que son: principalmente, cuando se trata de 
aprehender a un individuo contra el que se haya librado mandamiento de detención 
o contra quien se haya pronunciado sentencia que le condene a prisión o reclusión. 2° 
Cuando se persigue a un reo a consecuencia de un delito flagrante. 3° Cuando se trate 
de impedir la consumación de una infracción que se esté perpetrando. 4° Cuando se 
trate de socorrer a los moradores de una habitación contra un ataque actual que estén 
sufriendo. 5° Cuando el marido, el padre, la madre u otro individuo que tenga a otra 
persona bajo su inmediata inspección y cuidado reclame la entrega de la mujer, del 
hijo, del pupilo, del menor que haya sido plagiado o raptado y que esté oculto en 
alguna casa. 6° Cuando el juez trate de recoger en la morada que se ha de allanar la 
cosa robada o hurtada u otro objeto que constituya prueba de la existencia de la 
infracción o armas o instrumentos u otros objetos con que la infracción se hubiere 
cometido. 7° En los casos de inundación, incendio o cuando se advierta asfixia o 
muerte aparente causada por el rayo, etc. 

Nótese que los primeros casos son de delitos que se persiguen o que se tratan 
de evitar en tanto que el último mencionado por el Art. 170 del Código de 
Procedimiento Penal se refiere más bien al auxilio que se debe prestar a personas que 
se hallan en un grave peligro, sin que necesariamente exista ninguna situación 
delictual y el peligro puede ser perfectamente causado por un caso fortuito, como los 
de los ejemplos que se señalan en el mismo inciso séptimo del artículo mencionado. 

Décimo. — La inviolabilidad de la correspondencia y el secreto de las 
comunicaciones telegráficas y telefónicas. Prohíbese abrir o registrar papeles, libros 
de comercio, cartas y más documentos privados, fuera de los casos y en la forma que 
la Ley determina. Se guardará reserva sobre los asuntos ajenos al objeto del registro o 
examen. 

Los documentos obtenidos con violación de esta garantía no harán fe en juicio. 

Concordancias: —Código Penal 173, 178. 
                            —Ley de Carrera Administrativa 8g, 121. 

Esta garantía de libertad relativa a la correspondencia, al secreto de las 
comunicaciones, obliga a todos los habitantes de la República, pero se dirige 
principalmente a las autoridades públicas quienes más fácilmente podrían violar estos 
derechos individuales. El Código Penal establece penas 
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tanto para las autoridades como para los particulares que violan el secreto de la 
correspondencia sea por medio del correo, del telégrafo o de otros medios de 
comunicación. Estas penalidades se establecen principalmente para los empleados o 
agentes del Gobierno y de esos servicios públicos, pero también se hace referencia, 
principalmente en el Art. 178, a las personas particulares. Se exceptúa, sin embargo, a 
los padres, maridos o tutores que tomaren las cartas de sus hijos, consortes o pupilos, 
respectivamente, que se hallen bajo su dependencia, puesto que en este caso 
tratándose de personas relativamente incapaces quienes tienen su representación, 
pueden abrir las cartas que envíen o dirijan. Sin embargo, respecto de la mujer, hay 
que tener en cuenta las disposiciones constitucionales que establecen la igualdad de 
los cónyuges, que a mi modo de ver, han derogado lo relativo a esta excepción 
contenida en el Art. 178 del mencionado Código Penal. Efectivamente la igualdad de 
los cónyuges excluye la posibilidad de que el marido ejerza unilateralmente este 
control sobre la correspondencia de la mujer, cabría únicamente la solución de que 
también la mujer tenga el control de las comunicaciones del marido; como esto parece 
poco aceptable, más razonable es admitir que ni el marido tiene derecho a abrir las 
cartas que envíe o reciba la mujer ni viceversa. 

El principio del respeto al secreto está reafirmado también en el Art. 8° de la 
Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, en el literal G, que señala entre los 
deberes de los servidores públicos el de guardar reserva de datos confidenciales sobre 
asuntos relacionados con su trabajo aún después de haber cesado en el puesto, sin 
perjuicio de la obligación de denunciar cualquier hecho delictivo. He aquí, pues, 
también una limitación del principio del respeto al secreto ajeno. Cuando pudiera 
evitarse la comisión de un delito o facilitarse el correspondiente castigo del 
delincuente, la reparación del daño, el funcionario público puede hacer uso de los 
conocimientos que por razón de su oficio haya adquirido sin violar la obligación de 
mantener el debido secreto. 

El último inciso del numeral décimo es una consecuencia lógica de la libertad 
que se garantiza, puesto que los documentos que se han obtenido con violación de 
esta garantía no hacen fe en juicio; sería absurdo atribuir valor legal a medios de 
prueba obtenidos en una forma contraria al principio constitucional. 

Décimo primero.— La libre circulación y residencia en el territorio nacional, 
así como la salida y el retorno, para lo cual no se exigirá pasaporte a los ecuatorianos. 

Concordancias: —Constitución 185 N? 3, 186 N? 9b. 
                                 —Código Penal 157. 
                                 —Código de Procedimiento Civil 983. 
                                 —Ley Orgánica de Hacienda 128. 
                                 —Ley de Pasaportes: D.S. 2917: R.O. 674: 2 1 - 1 - 6 6 :  67, 27, 40. 

                             --Decreto 558: R.O. 204: 4 - I X - 6 7 .  
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Este numeral décimo primero contiene la garantía de la libertad en otros dos 
aspectos: la circulación y la residencia en el territorio nacional y la libertad de salir y 
entrar de este mismo territorio con relación al exterior; una libertad que podríamos 
decir de circulación y de residencia en el ámbito interno y otra con relación a los viajes 
al exterior. 

La Ley de Pasaportes dictada mediante Decreto 2917, publicada en el Registro 
Oficial de 21 de enero de 1966, establece algunas importantes regulaciones de esta 
materia. El Art. 27 de la Ley indica que el ecuatoriano para obtener pasaporte 
ordinario debe presentar su solicitud en unos formularios a la Dirección General de 
Seguridad, previa aprobación del Ministerio de Relaciones Exteriores, a la que debe 
acompañar la comprobación de una serie de requisitos, como los de no adeudar al 
Fisco, al Municipio, el cumplimiento de las obligaciones militares mediante la libreta 
militar o certificado, las certificaciones sobre vacuna antivariólica y de buena salud, 
certificado de votación, cédula de identidad y orientalista, copia de la partida de 
nacimiento o de la carta de naturalización, si se trata de ecuatorianos y certificado de 
las autoridades competentes del lugar de su residencia que acrediten que el solicitante 
no tiene acción penal en su contra o impedimento alguno para abandonar el territorio 
de la República. 

Se trata, pues, de una serie de requisitos de muy diferente índole y que 
también merecen diversa calificación frente al precepto constitucional de libertad de 
tránsito, dentro y fuera del territorio nacionales. Algunos de ellos se justifican 
plenamente, como los relativos a la carencia de órdenes judiciales de arraigo; otros 
son de muy dudoso valor constitucional, como los referentes al cumplimiento de las 
obligaciones fiscales. Ciertamente, se trata de una medida bien efectiva, eficaz, para el 
cobro de los impuestos, pero que supedita el ejercicio de este derecho constitucional, 
por lo cual, puede ponerse en duda su constitucionalidad. 

La misma Ley de Pasaportes en el numeral sexto reafirma el principio de que 
el ecuatoriano no necesita de pasaporte para regresar a su patria; ningún Cónsul de la 
República podrá negarlo si lo solicita para retornar al país. En realidad, son dos 
formas de garantizar la misma cosa, declarando que no hay necesidad de pasaporte y 
estableciendo la obligación del Cónsul nacional de concederlo en caso de que el 
ecuatoriano lo solicite. Quizá el pasaporte en este caso, facilitará sobre todo el tránsito 
del ecuatoriano en el extranjero, a través de otros países para poder llegar a su patria; 
sin dicho pasaporte podría verse imposibilitado prácticamente de llegar al Ecuador. 

Los menores de edad según el Art. 7 de la misma Ley de Pasaportes, para 
poder viajar al exterior, necesitan autorización escrita de la persona que tenga la patria 
potestad o del respectivo tutor o curador hecha personalmente ante la autoridad 
respectiva. 

Este artículo también debe entenderse modificado en la actualidad por las 
disposiciones constitucionales ya que al haber establecido la igualdad de los cónyuges 
en la Constitución debe hablarse con más propiedad de las personas que ejerzan la 
patria potestad y deberían ser, por consiguiente, am- 
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bos padres normalmente, quienes deban dar la autorización para que el menor de 
edad se ausente del país y no solamente el padre, claro está que en los casos en que 
solamente uno de ellos exista o tenga relación con el hijo y ejerza la patria potestad, 
solamente éste debe darle tal autorización. 

El Decreto 558 publicado en el R.O. de 4 - IX - 1967 ha reformado el Decreto 
Ejecutivo 2359 de 2 1 2 - X I I -  1949 que establecía requisitos especiales para trasladarse 
al Archipiélago de Colón. Este nuevo Decreto del año pasado establece que: “Todo 
ecuatoriano puede viajar libremente al Archipiélago de Colón con la sola presentación 
de la cédula única de identidad y los extranjeros previa presentación de su pasaporte 
debidamente visado. El Capitán del Puerto de Guayaquil será el encargado de 
“chequear” los documentos mencionados en el inciso anterior, lo cual supone que 
prácticamente sólo se puede viajar al Archipiélago de Colón partiendo del puerto de 
Guayaquil o por lo menos pasando previamente por dicho puerto para hacer visar 
(no: “chequear”, como dice la Ley) los referidos documentos. Por una parte, se ha 
ampliado la libertad de circulación dentro del territorio nacional, pero se ha incurrido 
en este pequeño error de índole administrativo de exigir indirectamente que todo viaje 
al Archipiélago de Colón se haga a partir de Guayaquil o pasando por dicha ciudad. 

En cuanto a las limitaciones para salir del territorio de la República son de 
variada índole; en el Art. 983 del Código de Procedimiento Civil, se establece como 
una de las medidas o de las providencias preventivas del arraigo que puede solicitarse 
respecto de los extranjeros que no tengan bienes raíces cuando existe un documento 
fehaciente de crédito contra ellos, y en estos casos puede el juez ordenar que se le 
prohíba ausentarse. En cambio, no sólo los extranjeros, sino toda persona, también los 
nacionales que estuvieren en libertad condicional, no podrían ausentarse del territorio 
del país. Esto se refiere a causas de índole penal. 

La Ley Orgánica de Hacienda en el Art. 128 establece que ningún funcionario 
o empleado obligado a rendir caución podrá salir de la República antes de haber 
obtenido un certificado del Contralor General, que manifieste que sus cuentas han 
sido finiquitadas y saldadas. Si la revisión de las cuentas no se verifica dentro del año 
sin culpa del funcionario, éste puede ausentarse. El Presidente de la República está 
también impedido de ausentarse de la República dentro del año siguiente al ejercicio 
de su mandato, salvo permiso obtenido del Congreso Nacional. 

La prohibición arbitraria de movilizarse o de salir fuera del país, lo mismo el 
confinamiento, constituyen delitos que están sancionados por el Código Penal. Así, el 
Art. 157, dice que la autoridad que ordenare el confinamiento de una persona 
contraviniendo los preceptos constitucionales será reprimida con prisión de seis 
meses a dos años. 

Establece la Constitución de la República, en el Art. 185, numeral 3, que en 
ningún caso podrá decretarse la suspensión de las garantías de inviolabilidad de la 
vida e integridad personal ni expatriarse a un ecuatoriano. Después está una de las 
garantías llamadas absolutas que no admiten 
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excepción. En el siguiente Art. de la Constitución, el 186, en el numeral noveno, literal 
b, se reafirma la prohibición de confinar en determinados lugares de la República, 
concretamente en las provincias orientales o en el Archipiélago de Colón o en lugares 
que no sean capitales de provincia. Se prohíbe, asimismo, confinar en las provincias 
del Litoral a los residentes de la Sierra y viceversa, a menos que el confinado pidiere 
por escrito cumplir la pena en algunos de los lugares excluidos. Y, en estos casos, si el 
indiciado pidiere pasaporte para salir de la República será atendido en su demanda y 
se le dará un plazo, no menor de ocho días para que arregle sus intereses y se dejará 
a su arbitrio la elección de la vía; un conjunto de disposiciones que hacen la garantía 
de entrar y salir libremente del territorio nacional más eficaz. Cuando terminen las 
facultades extraordinarias, pueden, además, los que voluntariamente hubieren salido 
del país regresar al territorio nacional, sin necesidad de salvoconducto o pasaporte. 

Décimo segundo. — El derecho de petición: el magistrado, funcionario o 
autoridad que reciba una solicitud está obligado a responderla dentro de treinta días, 
si la Ley no determina plazo especial. Este derecho puede ejercerse individual o 
colectivamente, pero nunca en nombre del pueblo; quedan prohibidos y se declaran 
punibles los llamados paros, así como las huelgas de empleados públicos en 
contravención a la Ley. Igualmente, los que realicen las ciudades o regiones como 
medios de petición a las autoridades. 

Concordancias: —Constitución 64, N° 12, 76-256. 
                            —Código del Trabajo 432. 
                            —Ley de Elecciones 176. 
                            —Ley de lo Contencioso Administrativo 31. 
                            —Ley de Régimen Municipal 139. 
                            —Decreto 105: Registro Oficial 161: 3 - V I I - 6 7 .  

El derecho de petición, como indica este numeral tiene una doble faceta, la 
individual y la colectiva. A propósito de la petición colectiva se prohíben, en el Art. 
12, los paros de ciudades o de regiones y las huelgas de los funcionarios públicos en 
contravención a la Ley. En esta forma, el precepto constitucional contiene tanto la 
declaración del principio de petición como sus limitaciones más importantes al 
prohibir las dos mencionadas cosas. 

La petición colectiva tiene, generalmente, índole política. Estas peticiones de 
las ciudades, regiones, etc.; no pueden realizarse en una forma coercitiva para las 
autoridades; la petición es una manifestación de un deseo, la sugerencia de unas 
soluciones, la manifestación de unas necesidades, pero no es un acto de decisión, que 
solamente compete a las autoridades. Por esta razón, no es lógica la postura de 
imposición violenta mediante los llamados paros o huelgas de ciudades o regiones, 
que con toda razón y justicia prohíbe el numeral décimo segundo de la Constitución. 

El derecho de huelga y el derecho de paro están garantizados por la 

36 
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misma Constitución al tratar de las relaciones laborales; son derechos que 
corresponden a los trabajadores y a los empleadores como un medio de solventar sus 
problemas en las relaciones laborales; un medio discutible pero aceptado por nuestro 
derecho, en tanto que esta pretensión de imponer a las autoridades una determinada 
decisión mediante huelgas o paros no tiene ninguna razón de ser. 

También la huelga, en el caso de los empleados públicos presenta caracteres 
singularmente peligrosos porque tiene fácilmente complicaciones de orden político. 
La huelga por parte de estos trabajadores podría implicar la paralización de servicios 
de suma importancia y que no pueden suspenderse sin grave daño para la vida 
general del país. Por esta razón no se admiten y puedan prohibidas las huelgas de 
empleados públicos en contravención a la Ley. 

La Ley que debe regular estas huelgas no ha sido elaborada todavía 
debidamente; en tales circunstancias se plantea la dificultad de saber si es posible una 
huelga de este estilo; por una parte, los actos eme la Ley no prohíbe están permitidos 
y la misma Constitución de la República reconoce el derecho de huelga de los 
empleados y de los funcionarios públicos, pero por otra parte, se requiere esta 
regulación legal puesto que el mismo numeral que estamos comentando hace 
referencias a la disposición de la Ley. de tal manera que no habiéndola parece que 
toda huelga de empleados o funcionarios públicos podría considerarse ilegal. El 
punto es sumamente discutible v precisamente en estos días se debate con 
acaloramiento político sobre él; la solución jurídica deberá hallarse en la pronta 
elaboración de la Lev que regule esta delicada materia. Indudablemente, la huelga de 
los funcionarios o empleados públicos debe limitarse a casos extremos y producirse 
siempre dentro de unas regulaciones sumamente severas, que no pongan en peligro 
la marcha regular de la administración que no debe verse afectada ni siquiera por el 
deseo de solucionar los problemas laborales y clasistas de los empleados v 
funcionarios. El bien común exige que ante todo marche con regularidad la 
administración del Estado y hay otros caminos, otras vías, para resolver los problemas 
de índole laboral que puedan plantear los servidores del Estado. Así, por ejemplo, la 
Lev de Carrera Administrativa establece detalladamente el trámite para la 
reclamación de los funcionarios v empleados contra las disposiciones de sus jefes, 
particularmente las relativas a separación del empleo, suspensión en sus cargos u 
otras sanciones que pudieran considerar que son lesivas de sus derechos. 

Para que el derecho de petición sea eficaz establece la Ley de lo Contencioso 
Administrativo el plazo al que también se refiere el inciso 12 del Art. 28, de treinta 
días, dentro del cual se deben contestar a las solicitudes los diversos organismos del 
Estado y autoridades públicas. Pasado ese plazo, según el Art. 31 de la mencionada 
Ley, el ciudadano puede entender que se le ha negado su solicitud y recurrir, si es del 
caso, ante el Tribunal administrativo. 

La petición, como es lógico, debe hacerse ante autoridad competente 
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y cumpliendo ciertos requisitos. Requisito de orden general es el que establece el Art. 
176 de la Ley de Elecciones. Los ciudadanos, para presentar una solicitud ante las 
instituciones públicas y semi-públicas, acompañarán el certificado de haber sufragado 
en las últimas votaciones y si no hubieren sufragado exhibirán el documento que 
justifique la abstención, extendido por la autoridad correspondiente. El 
incumplimiento del deber de votar en los sufragios populares, indica pues una 
suspensión automática de este derecho de petición, y quien no hubiere votado por 
causas justificadas no puede presentar solicitudes mientras no justifique las causas 
que le impidieron ejercer el sufragio. La sanción es, indudablemente, severa y quizá 
un tanto excesiva por cuanto supone la suspensión de una garantía constitucional, 
pero ha sido inspirada por el buen deseo de generalizar el ejercicio de tan fundamental 
derecho y deber como es el de participar en las elecciones públicas. 

La prohibición de los paros y de las huelgas ilegales ha sido sancionada por 
un Decreto dictado por la Constituyente, el Decreto 105 publicado en el Registro 
Oficial 161, de 3 de julio de 1967. En él se dispone que toda persona que provocare un 
paro colectivo y quienes fueren dirigentes del mismo serán reprimidos con multa de 
mil a diez mil sucres y prisión de dos a cinco años. Se imponen otras penas para los 
que participen en un paro sin provocarlo o sin ser dirigentes y se define, en cierto 
modo, cuando se entenderá que hay este paro, que será cuando se produzca la 
cesación colectiva de actividades, la imposición de cierre de fábricas fuera de los casos 
permitidos por la Ley, paralización de vías de comunicación y otros hechos 
antisociales semejantes. 

Esta disposición deberá incorporarse al Código Penal y, desde luego, deroga 
cualquier disposición contraria porque expresamente lo afirma declarando que es una 
Ley especial que prevalece sobre las generales que estén en oposición a ella. 

Las peticiones colectivas tienen en algunos casos un trámite especial señalado 
por la Ley; tal es el caso de las solicitudes de las parroquias y conforme al Art. 139 de 
la Ley de Régimen Municipal, deben hacerse a través de las Juntas Parroquiales. 
Cuando se trata de establecimiento de servicios o realización de obras deben describir 
el proyecto y proporcionar los datos básicos para el estudio de su realización. 

No cabe, en cambio, que nadie se arrogue el nombre del pueblo para hacer 
tales solicitudes; el pueblo está representado por las autoridades y, de modo especial, 
por el Congreso Nacional. Ningún grupo, aunque sea mayoritario, puede hablar en 
nombre del pueblo y, mucho menos, imponer su criterio a las autoridades. 

Recuérdese también, que los representantes de la Nación, que son los 
Diputados y Senadores obran con independencia, que les garantiza la misma 
Constitución de la República, y no se les podría imponer por parte de sus electores un 
determinado criterio o una línea de conducta. Así lo establece, de modo expreso, el 
Art. 127 de la Constitución nacional. 
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Décimo tercero. — El derecho de los autores nacionales y extranjeros sobre 
sus creaciones literarias, artísticas y científicas; la Ley regulará el ejercicio de tal 
derecho, conciliándolo con la función social inherente a la creación cultural. 

Concordancias: —Constitución 58. 
                            —Ley de Propiedad Intelectual. 
                            —Ley de Patentes de Invención. 
                            —Código Civil 48. 

Esta garantía tiene relación con otros numerales de este mismo artículo que 
se refieren a la vida cultural; quizá debió haberse englobado en ellos o colocado junto 
con ellos. 

La creación cultural origina una propiedad que debe ser garantizada por las 
leyes y, como toda propiedad, tiene también una función social. Concretamente, la 
actividad científica, artística, literaria, está limitada en su extensión temporal, 
garantizándose sólo cierto tiempo, incluso mediante convenciones internacionales 
que se han suscrito al respecto. 

Las leyes de propiedad intelectual y de patentes de inventos hacen efectivo 
este género, de propiedad. En cuanto a la equiparación que se vuelve a hacer aquí, de 
nacionales y extranjeros está en perfecta coordinación con otras disposiciones 
constitucionales que ya hemos mencionado, con lo que dispone el Art. 48 del Código 
Civil. 

Décimo cuarto. — El desempeño de oficios y profesiones, de la agricultura, 
del comercio y de la industria, con arreglo a la Ley. 

Este numeral tiene relación con el trabajo al cual se hace referencia más 
extensamente en el capítulo correspondiente, que es el sexto, de este mismo título. 
Aquí se señala la garantía más genérica al respecto. La libertad del desempeño de 
cualquier clase de oficios y de profesiones se enumera de un modo expreso, aunque 
debemos entender que sólo a modo de ejemplos, la agricultura, el comercio, la 
industria, juntamente con los oficios y las profesiones; en una palabra, cualquier 
género de trabajo. Puede tratarse de un trabajo permanente que constituye 
propiamente el oficio, la profesión, la dedicación habitual de un hombre o de trabajos 
que esporádicamente, al margen de la profesión habitual, pueda emprender cualquier 
persona. 

El Art. 61, de una manera muy general, habla de la garantía que da el Estado 
a todos los habitantes del Ecuador, de su derecho al trabajo y a otras cosas más que se 
enumeran después con mayor detalle. 

A veces, sin embargo, se restringe este derecho del desempeño de 
determinadas profesiones u oficios; en algunos casos de una manera totalmente 
justificada, y es cuando el Poder Público para garantizar a todos los ciudadanos o el 
bien común, exige una determinada capacidad, determinados controles, cuando se 
trata de trabajos que pueden ser de singular trascen- 
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ciencia. Tal es el caso del trabajo correspondiente a profesiones liberales que exigen la 
suficiente capacidad y el reconocimiento de esa capacidad por parte de alguna de las 
Universidades del país; son trabajos que no pueden ejercitarlos sino los que tienen el 
título correspondiente. 

En cambio, en la limitación del trabajo por otras consideraciones, a veces 
puede ser totalmente injustificable, como es la prohibición del ejercicio del comercio 
señalada en el Art. 6 del Código de Comercio a los religiosos, a las corporaciones 
religiosas y a otras personas eclesiásticas. Esta prohibición es anticonstitucional y debe 
entenderse que está derogada en virtud del numeral 14 del Art. 28 de la Constitución. 

Naturalmente las regulaciones del trabajo por motivos de salud, de seguridad 
se encuadran plenamente dentro de la Constitución de la República, porque en esos 
casos no se hace discriminación alguna entre unos ciudadanos y otros, sino que se 
trata de garantizar a todos. 

Décimo quinto. — El derecho de demandar el amparo jurisdiccional contra la 
violación de las garantías constitucionales sin perjuicio del deber que incumbe al 
poder público de velar por la observancia de la Constitución y las leyes. 

Concordancias: —Constitución 205, 206, 220. 
                            —Ley de Patrocinio del Estado 12. 

Es de suma importancia esta declaración y con el tiempo y a medida que la 
jurisprudencia respecto de ella se vaya afirmando podrá ser uno de los baluartes del 
sentido democrático del país. Ya he mencionado que existen diversos sistemas de 
protección de la efectividad de la Constitución y las leyes, incluso frente a las 
arbitrariedades del poder político; recursos de índole político que pueden intentarse 
ante el Tribunal de Garantías Constitucionales y ante el Congreso Nacional, o una de 
sus cámaras, según el caso; recursos, propiamente judiciales ante la Corte Suprema, 
como los considerados en los Arts. 205 y 206 de la Constitución, o ante tribunales 
especiales, como el Tribunal Fiscal (Art. 216) o el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo (Art. 213 y siguientes). 

Otras veces, se puede recurrir ante organismos especializados, semi- públicos 
o dependientes del Estado, como el caso del Instituto Nacional de Previsión frente a 
las posibles arbitrariedades de la Caja Nacional del Seguro o la Contraloría General 
de la Nación, en lo relativo a las violaciones constitucionales o legales de los 
funcionarios de los órganos de la Administración Pública y de otras personas que 
manejen fondos públicos. 

Tenemos un conjunto de garantías a más de las que establece la Ley de 
Patrocinio del Estado, Art. 12, y otras disposiciones complementarias que dejan al 
ciudadano una variedad de caminos abiertos para tutelar su derecho. En algunos 
casos, el ciudadano podrá reclamar contra la constitucionalidad de una Ley pidiendo 
a la Corte Suprema la suspensión general de su vigencia; en otros, podrá contentarse 
con que no se aplique una determí- 
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nada Ley, disposición, orden, reglamentos, etc., a su caso concreto por la misma 
razón de inconstitucionalidad. 

Existe, pues, una variedad grande de procedimientos que permiten escoger, 
según su oportunidad, lo más adecuado para remediar las situaciones de abuso del 
poder. 

Décimo sexto. — La reserva del ciudadano sobre sus convicciones políticas y 
religiosas: la autoridad no puede obligarle a declarar sobre ellas ni causarle molestia, 
salvo los casos previstos en la Constitución y las leyes. 

Concordancias: —Constitución 127, 74. 

Otra vez comprobamos, en este numeral décimo sexto, que la enumeración 
de las garantías y libertades contenidas en el Art. 28, acusa un, notable desorden. Esta 
reserva del ciudadano sobre sus convicciones políticas y religiosas tiene mucho que 
ver con la libertad de creencias religiosas, de la que se trató en el numeral 8°, y con el 
derecho a la intimidad personal y familiar de que se trata en el numeral 4°. Una mejor 
distribución de estos numerales hubiera sido de desear, pero es un punto puramente 
formal sin demasiada importancia. 

Lo cierto es que se reitera en este numeral décimo sexto, que las convicciones 
políticas y religiosas no pueden ser objeto de molestias para un ciudadano; es decir, 
de cortapisas en el ejercicio de sus libertades, de sus derechos, en el libre 
desenvolvimiento de su vida. Por esta misma razón, ni siquiera se le puede obligar a 
declarar sobre tales convicciones políticas o religiosas; y de aquí que resulten 
inaplicables, y por tanto absurdos, los artículos que prohíben a determinadas personas 
que tienen una determinada función religiosa, el ejercicio de ciertos cargos o funciones 
públicas, o la participación en la vida política del país, como lo hace la Constitución 
en el Art. 74, respecto de los clérigos y ministros de cualquier culto, ya que al haber 
una separación entre el Estado y todo tipo de confesión religiosa la única forma que 
tendría el Estado de conocer la situación personal de esos individuos, sería 
preguntándoles a ellos mismos, lo cual iría contra este precepto constitucional. 

Décimo séptimo. — La libertad de reunión y asociación, sin armas, para fines 
no prohibidos por la Ley. 

Concordancias: —Constitución 64, N° 10. 
—Ley de Carrera Administrativa 9h. 
—Ley de Elecciones 155, 160, 185, 204. 
—Código Civil 587. 
—Ley de Compañías 1, 2. 

Este numeral, al igual que muchos del mismo Art. 28, contiene diversas 
garantías o diversos aspectos de la libertad; en este caso, relacionados entre sí pero 
bastante diferentes. Una es la libertad de reunión y otra, la libertad de asociación. 
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La reunión supone una simple, momentánea, coincidencia de diversas 
personas en un mismo lugar o para un determinado acto, manifestación, etc. La 
asociación supone vínculo estable, una organización de índole jurídico que 
normalmente adquiere, incluso, categoría de persona jurídica. La libertad de 
asociación está garantizada en numerosas leyes de la República, entre ellas, el Código 
Civil, la Ley de Compañías, el Código de Trabajo, la Ley de Cooperativas, etc. 

La libertad de asociación de los trabajadores está también especialmente 
garantizada en la misma Constitución de la República, más adelante en el Art. 64, N° 
10. 

La Ley de Carrera Administrativa presenta también, como una novedad a este 
respecto la garantía de la libertad de asociación de los empleados y funcionarios 
públicos, en el Art. 9, numeral 8. 

En cambio, la simple reunión a lo cual se refiere indudablemente el inciso sin 
armas, es más bien una cuestión de índole predominantemente político y por eso se 
hace referencia ampliamente en la Ley de Elecciones, permitiendo estas reuniones 
esporádicas para campañas de índole electoral, para difusión de los principios de los 
partidos políticos, etc., y prohibiéndose únicamente tales reuniones los días de las 
elecciones u horas antes de que éstas se verifiquen. Consúltese los artículos 
mencionados en las concordancias. 

Es discutible si la expresión “sin armas”, se refiere tanto a la reunión como a 
la asociación; probablemente, la Constitución prohíbe la reunión con armas, como la 
asociación armada, es decir la constitución de cuerpos armados al margen de las 
fuerzas armadas de la República; sin embargo, como esto no es usual, prácticamente 
se puede decir que en la referencia a la carencia de armas se hace indirecta referencia 
a la reunión, al “meeting”, la reunión política armada que podría poner en grave 
peligro la paz, la vida y la integridad de los ciudadanos . 

Incluso, los senadores y diputados, de acuerdo con la Ley Orgánica de la 
Función Legislativa, no pueden llevar armas en sus reuniones en el Congreso 
Nacional, no pueden ingresar al recinto legislativo con armas, por las mismas razones 
que acabamos de indicar. 

Décimo octavo. — La libertad y seguridad personales. 

Este numeral requiere un estudio más detallado de cada una de sus divisiones 
en literales, desde la a) hasta la j). 

Como consecuencia de esta libertad y seguridad personales se enumeran bajo 
las indicadas letras una serie de aspectos de la libertad civil. 

La letra a) dice: es nula una estipulación que someta una persona a otra de 
manera absoluta e indefinida. 
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Concordancias: —Código del Trabajo 14, 20. 

Esta garantía evidentemente tiene relación con el derecho de trabajo, y desde 
luego, existe desde tiempo muy antiguo en nuestro país. No se puede establecer un 
contrato por toda la vida. Todo contrato, y aún más en la actualidad, debe tener un 
tiempo determinado, que no puede ser menos de un año y si es indeterminado se 
consideran especiales maneras de terminarlo. Esta garantía, indudablemente, se 
refiere a la libertad personal y tiene mucho que ver con las garantías laborales que se 
tratan en otro punto de la Constitución. No solamente se prohíbe la relación laboral 
por tiempo indefinido, por toda la vida, sino cualquier género de sometimiento que 
fuera de una manera absoluta. Esto equivaldría a una esclavitud, que no existe en el 
país desde hace más de cien años. 

b) Excepto en el caso de alimentos forzosos, no habrá prisión por deudas, 
costas, honorarios, multas, impuestos, y otras obligaciones de carácter civil. 

Concordancias: —Código Civil 372. 
                            —Código de Procedimiento Civil 784, 999. 

Sólo en épocas totalmente superadas se admitía la prisión por deudas, 
suprimida en nuestro país, hace mucho tiempo, y en la actualidad se conserva 
únicamente la posibilidad de apremio personal, en los casos de alimentos forzosos y 
en los demás señalados por la Ley que concretamente para esto es el Art. 999 del 
Código de Procedimiento Civil: Se ejecutarán por apremio personal, dice, únicamente 
las disposiciones que se den para devolución de procesos o para ejecutar providencias 
urgentes, como depósito, posesión provisional, aseguración de bienes, alimentos 
forzosos, arraigo y las demás que estén expresamente determinadas en la Ley. En 
todos los demás casos sólo habrá apremio real. Si el apremiado no cumple 
inmediatamente con lo que el juez hubiese dispuesto será reducido a prisión hasta 
que verifique el hecho o pague la deuda, de tal manera que el apremio real se resuelve, 
en último término en la prisión por estas obligaciones también de carácter civil. 

La Constitución de la República se refiere únicamente como excepción a las 
deudas o alimentos forzosos, de donde surge la duda de si es constitucional 
actualmente el resto del Art. 999 del Código de Procedimiento Civil; en otras palabras, 
si podría ordenarse la prisión en el caso de resistencia a la orden judicial de entregar 
un proceso o de realizar o cumplir estas otras órdenes judiciales, relativas al arraigo, 
a la aseguración de bienes, etc. Posiblemente, debe considerarse que la prisión en estos 
casos no sería inconstitucional, porque no se trata de una obligación ya meramente 
civil, sino que existiría en el caso del que se resista a cumplir esas órdenes, una 
rebelión contra la legítima autoridad, en este caso la autoridad del juez, de tal manera 
que no se ve una oposición radical entre la Constitución y el mencionado artículo para 
que pueda decirse que esté derogado. 
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En cuanto al caso de los alimentos forzosos, el Art. 784 del mismo Código de 
Procedimiento Civil, establece otras posibles formas de asegurar su cobro, 
principalmente mediante la retención de sueldos o salarios que puede ordenarse a los 
oficiales pagadores y aún de las pensiones que reciba el alimentante de la Caja del 
Seguro. 

El Código Civil por su parte en el Art. 372, prevé otras formas de hacer eficaz 
el cumplimiento de la pensión alimenticia; el juez puede ordenar que se consigne un 
capital en una caja de ahorros o en otro establecimiento análogo para que con los 
créditos de este capital se cumpla la obligación de pasar la pensión de alimentos; por 
consiguiente la prisión por esta clase de deudas solamente debe considerarse como 
último recurso, totalmente excepcional, cuando prácticamente no sea aplicable 
ninguna de las medidas anteriormente citadas, ya que tratándose de una excepción al 
principio constitucional de que no hay prisión por deudas, como toda excepción, debe 
interpretarse en sentido restrictivo. 

c) Nadie puede ser reprimido por un acto que no se halle expresamente 
declarado infracción por la Ley, ni sufrir pena que no esté en ella establecida. Tanto la 
infracción como la pena, han de ser declaradas con anterioridad al acto. En caso de 
conflicto de dos Leyes Penales, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando fuere 
posterior a la infracción. 

concordancias: —Código Civil 7, 8. 
                           —Código Penal, 2. 
                           —Código de Procedimiento Penal 315. 

Se formulan en este literal varios principios fundamentales de Derecho Penal, 
como el principio de la legalidad de la pena, el principio de la irretroactividad de las 
leyes que establecen penas, y el principio del favor del delincuente. 

El primer principio, expone que no puede castigarse un acto que no esté 
señalado expresamente por la Ley como contravención con su correspondiente pena. 
En el Art. 8 del Código Civil se establece que nadie puede impedirse la acción penal 
y elevada a la categoría de garantía constitucional, del principio de legalidad. Por otra 
parte, es una garantía de civilización universalmente admitida la de que las leyes 
penales en cuanto establecen nuevas figuras delictivas o penas agravan las existentes, 
no pueden tener efecto retroactivo y solamente cuando las nuevas leyes penales 
disminuyen la pena o mejoran la situación del inculpado, de una infracción en este 
caso sí pueden tener efecto retroactivo estas leyes penales. 

El Art. 7 del Código Civil establece el principio general de la irretroactividad 
de la Ley, y si bien no obliga al legislador sino al juez, en ciertos casos también obliga 
al legislador, y éste es uno de ellos. El legislador no puede dar efecto retroactivo a las 
nuevas disposiciones que dicte en el campo penal, creando figuras delictivas o 
agravando la situación de los acusados. 
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En el Art. 2 del Código Penal encontramos la aplicación de estos eceptos 
constitucionales: nadie puede ser reprimido por un acto que no se halla expresamente 
declarado infracción por la Ley Penal ni sufrir una pena que no esté establecida en 
ella; las palabras son casi iguales a las de ja Constitución de la República; lo mismo 
que en el inciso segundo de ese artículo establece que la infracción ha de ser declarada 
y la pena establecida con anterioridad al acto, con lo cual se excluye la posibilidad del 
efecto retroactivo de las nuevas leyes penales salvo el caso mencionado en la 
Constitución de la República, cuando se trata de conflicto entre dos leyes penales en 
el que se aplicará la menos rigurosa. 

Ciertamente que esta última parte del artículo constitucional no se refiere 
necesariamente al conflicto entre dos leyes penales sucesivas en el tiempo, pueden ser 
dos leyes penales que coexistan; en este caso se sigue también el principio de la Ley 
menor rigurosa, pero igualmente es aplicable para el caso de leyes que se suceden en 
el tiempo. 

Entre otras formas de hacer efectiva esta garantía tenemos el Art. 315 del 
Código de Procedimiento Penal que autoriza el recurso de casación cuando en la 
sentencia se impone pena por un hecho que no se haya previsto como infracción 
punible o cuando en la sentencia se absuelva o condene fundándose en una Ley no 
aplicable al caso y en otros supuestos semejantes. 

d) Nadie puede ser penado 
sin juicio previo ni privado del derecho de defensa en cualquier estado del 
juicio ni de la facultad de ser oído el último. 
 

Concordancias: —Código de Procedimiento Penal 228, 290. 

Se hacen efectivas estas garantías a través de varias disposiciones del Código 
de Procedimiento Penal, principalmente la establecida en el Art. 228 en el
 sentido de que los juicios son nulos por tratarse de falta de
 solemnidadessubstanciales como cuando no se ha citado laquerella oel 
auto - 
cabeza del proceso al sindicado en cuanto fuere conocido y la notificación del escrito 
de acusación, o cuando ha faltado la notificación a las partes del nombramiento de 
peritos, también si no se ha recibido la causa a prueba, dando así la posibilidad de 
defenderse, o falte otra solemnidad substancial cual la de oír a las partes. 

Por otra parte, el Art. 290 del mismo Código de Procedimiento Civil garantiza 
también el derecho del acusado de hablar en último lugar, lo que permite que rebata 
las diversas acusaciones o argumentos y significa una garantía notable para la máxima 
posibilidad de defensa. Se cumple en esta forma el precepto constitucional. 

e) Nadie puede ser distraído de sus jueces naturales ni juzgado por 
comisiones especiales. 

Concordancias: —Ley de Seguridad Nacional (derogada). 
Otro principio universalmente admitido. 
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La Ley de Seguridad Nacional puesta en vigencia por la Junta Militar de 
Gobierno admitía el juicio en determinados casos por comisiones especiales, pero esta 
Ley fue inmediatamente derogada cuando se instaló la Asamblea Nacional 
Constituyente. Subsistió en cambio una comisión especial para la investigación del 
enriquecimiento ilícito ordenada por la misma Asamblea Nacional y esta comisión, 
desde luego, no realizaba un juzgamiento propiamente dicho sino una investigación 
para dar luego paso al juzgamiento por causas legales. Las atribuciones de esta 
comisión han pasado posteriormente por disposición transitoria de la misma 
Constitución de la República a la Comisión Legislativa Permanente la cual debió 
absolver todas las reclamaciones de las personas perjudicadas eventualmente por la 
Dictadura Militar y no resueltas aún por las comisiones especiales. Así dice la 
disposición transitoria quinta. Se trata de procedimientos excepcionales necesarios 
precisamente en este momento de transición hacia la plena regularidad de las normas 
jurídicas dentro de la vida del Estado. 

f) Nadie será compelido a declarar contra sí mismo, con juramento o 
coacción, en materia que pudiera acarrearle responsabilidad penal, ni obligado a 
declarar en juicio penal y contra su cónyuge o parientes comprendidos dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 

Concordancias: —Código de Procedimiento Penal 87, 90. 
                            —Código Penal 179, 180. 

A través de estas prohibiciones se resguarda también la intimidad familiar, se 
asegura la imparcialidad de los juramentos y se evita el poner a un individuo en el 
grave riesgo de cometer el delito de perjurio. El Código de Procedimiento Penal en los 
Arts. 87 y 90 establece que la declaración indagatoria, que es la que se hace prestar al 
indiciado, debe rendirse sin juramento precisamente por esta responsabilidad penal 
que podría acarrearle, y el Código Penal sanciona al juez que comete el delito de exigir 
la declaración jurada contra sí mismo en cuestiones que podrían acarrear 
responsabilidad penal o que exija igualmente declaraciones contra el cónyuge y los 
consanguíneos hasta cuarto grado o afines hasta el segundo. 

g) Nadie será privado de su libertad sino en la forma y por el tiempo que la 
Ley prescribe ni incomunicado por más de 24 horas. Salvo el caso de delito flagrante, 
el juez o la autoridad que hubiere dispuesto la detención, expedirá dentro de 24 horas 
una orden firmada que justifique las causas legales de la detención. 

Concordancias: —Código de Procedimiento Penal 151. 
—Decreto Legislativo, Registro Oficial 317: 327 - XI - 62. 
—Ley de Elecciones 169. 
—Código Penal 156. 

Esta garantía constitucional está también ampliamente respaldada o aplicada 
en disposiciones de leyes secundarias. Así, el Código Penal, en el Art. 156, establece 
que los empleados públicos, los depositarios y los agentes de la autoridad o de la 
fuerza pública, que ilegal y arbitrariamente hu- 
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hieren arrestado o hecho arrestar, detenido o hecho detener a una o más personas, 
serán reprimidos con seis meses a dos años de prisión y multa y pueden, además, ser 
condenados a la interdicción de los derechos de ciudadanía por dos a tres años. En el 
Código de Procedimiento Penal, Art. 151, se indica precisamente que la orden de 
detención que expida el juez debe ser firmada por él y expresará en ella los motivos 
que tenga para la detención. 

En algunos casos, se garantiza más ampliamente aún a los ciudadanos que no 
pueden ser detenidos; tal sucede conforme la Ley de Elecciones, Art. 169, en los días 
de votaciones populares en que ningún funcionario o empleado público puede 
ordenar o realizar la detención de un elector, salvo que se trate de que haya cometido 
una infracción sancionada con prisión o un atentado contra el acto electoral. 

h) Quien considere inconstitucional o ilegal su prisión o detención puede 
acogerse al babeas corpus. Este derecho lo ejercerá por sí o por otro —sin necesidad de 
mandato escrito— ante el Alcalde o Presidente del Conjo bajo cuya jurisdicción se 
encuentre, o ante quien tenga sus veces. Esta autoridad ordenará que el recurrente sea 
llevado de inmediato a su presencia y que se exhiba la orden de privación de libertad, 
y el encargado de la cárcel o el lugar de detención acatará este mandato. 

Si no se presentare al detenido, o no se exhibiere la orden, o ésta no reuniere 
los requisitos anteriormente prescritos, o si se hubiere faltado al procedimiento o si se 
hubiere justificado —a criterio del Alcalde o Presidente del Concejo— el fundamento 
del recurso interpuesto, este funcionario dispondrá, la inmediata libertad del 
reclamante. Quien desobedeciere a tal orden, será, sin más trámite, destituido 
inmediatamente de su cargo o empleo por el mismo Alcalde o Presidente del Concejo, 
quien comunicará la destitución a la Contraloría y a la autoridad que deba proveer su 
reemplazo. 

El empleado destituido podrá reclamar por la destitución ante el Presidente 
de la Corte Suprema de Justicia, del correspondiente distrito, dentro de 24 horas de 
notificada, pero después de haber puesto en libertad al detenido. 

De no justificarse la petición, será ésta desechada. 

Concordancias: —Constitución 79, 208, 255, 241. 
                            —Ley de Régimen Municipal 70. 
                            —Ley Orgánica de la Función Judicial 18, 23. 
                            —Código de Procedimiento Civil 416. 

El derecho de babeas corpus tiene una antiquísima tradición. Muchos 
sostienen que arranca de la Carta Magna concedida en Inglaterra en 1215. En nuestros 
derechos se incluye en la Constitución de la República desde la Carta de 1945 y se ha 
perfeccionado en algunos detalles en la legislación posterior a esa fecha. 
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La esencia de este recurso consiste en la posibilidad de que el detenido pueda 
reclamar por la ilegalidad o inconstitucionalidad de su prisión, pero generalmente se 
ha considerado que esta reclamación solamente puede fundarse en elementos 
formales, en violación del trámite precisamente establecido por las leyes y la 
Constitución para privar de su libertad a un individuo; no cualquier violación, por 
consiguiente, de la Constitución o de la Ley, dan paso al recurso de babeas corpus y 
esto se debe a que quien conoce del recurso de habeas corpus es el Alcalde o 
Presidente del Concejo quien no es magistrado sino un funcionario del orden 
administrativo local, seccional, quien no podría juzgar sobre aspectos legales de 
fondo, quien no puede prevenir el juicio de los tribunales y juzgados competentes ni 
dictaminar sobre la responsabilidad e irresponsabilidad del acusado, quien debe 
únicamente apreciar si se han cumplido las formalidades exigidas por la Ley para 
privarle al acusado de su libertad. El texto de la actual Constitución por esta razón, 
adolece de un defecto v es el de no establecer con suficiente precisión que las funciones 
del Alcalde o Presidente del Concejo se limitan a la apreciación de estos aspectos 
formales. Por el contrario, el literal que estamos comentando parece referirse a toda 
violación de la Constitución o de las leyes, por consiguiente, podría una persona 
alegar que no está sometida o que no debe ser sancionada con pena de prisión y que 
por consiguiente no hay lugar a su detención, a su arresto, a la privación de libertad, 
entrando así los Alcaldes y Presidentes del Concejo a conocer de asuntos que son 
propios de la función jurisdiccional; habría sido de desear que se delimitaran más 
estas importantes funciones de los Alcaldes y Presidentes del Concejo, precisamente 
para que el recurso de habeas corpus tenga todo el valor que tradicionalmente se le 
concede en nuestro sistema jurídico. 

La libertad que ordena el Presidente del Concejo o Alcalde cuando no se ha 
cumplido con los requisitos debidos para la detención de un acusado no supone 
condonación de la pena, rebaja o destrucción de los fundamentos legales en virtud de 
los cuales puede ser acusado. Puesto en libertad el acusado, si se cumplen los 
requisitos de Ley, puede ser privado nuevamente de su libertad sin que pueda 
alegarse que en virtud del recurso de habeas corpus fue puesto en libertad. 

Para asegurar la efectividad del recurso, la Constitución concede al Alcalde o 
Presidente del Concejo, facultades muy amplias y que exceden notablemente de sus 
funciones ordinarias al permitirle ordenar la destitución del funcionario que resista a 
su orden, sea dependiente de cualquier función del Estado el sancionado en esta 
forma por el Alcalde o Presidente del Concejo. De esta decisión puede apelarse ante 
el Presidente de la Corte Superior de Justicia del correspondiente distrito. 

i) Las penas no lesionarán la dignidad humana, antes han de propender a 
la reeducación del condenado. No se emplearán tratos humillantes para investigar 
una infracción. 

Concordancias: —Código Penal 51, 71. 
                            —Ley del Instituto de Criminología 2. 
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Ya hemos indicado que en este mismo artículo de la Constitución, se prohíben 
las penas de torturas, el empleo de drogas, etc., que tienden a destruir la personalidad 
del delincuente o del acusado o lesionan gravemente su dignidad. Las penas que 
pueden ser aplicadas no son otras que las que señala el Código Penal en el Art. 51: la 
reclusión mayor o menor, la prisión, la interdicción de ciertos derechos políticos y 
civiles, la sujeción a vigilancia de la autoridad, privación del ejercicio de profesiones, 
artes u oficios y la incapacidad perpetua *para el desempeño de todo empleo o cargo 
público. Cabe también la suspensión en los derechos de ciudadanía que va anexa a 
algunas de las anteriores penas. 

La prisión, la multa y el comiso especial anexo a la sentencia condenatoria va 
también envuelta a la obligación de pagar las costas, los daños y perjuicios, pero 
aparte de estas penalidades no pueden imponerse otras como mutilaciones o cosas 
que resulten infamantes. También se establece en el Art. 71 del Código Penal, la 
obligación de publicar a costa del sentenciado, la sentencia condenatoria cuando la 
publicación constituya un medio de reparar el daño no pecuniario, ocasionado por el 
delito. En este caso no se trata de una pena propiamente sino más bien, esta 
publicación tiene sentido de reparación; por ejemplo, cuando se tratará de un delito 
de injuria o de calumnia, la publicación de la sentencia condenatoria supone una 
restauración de la buena fama perjudicada por tal calumnia o difamación. 

El Instituto de Criminología adscrito a la Facultad de Jurisprudencia y 
Ciencias Sociales de la Universidad Central, tiene otras atribuciones, conforme a la 
Ley correspondiente, Art. 2, letra G, la aplicación de normas para el tratamiento, 
educación moral e intelectual y régimen de trabajo de los penados. A través de esta 
disposición se trata precisamente de evitar cualquier cosa que en las penas pudiera 
lesionar la dignidad humana, de acuerdo con lo que establece la Constitución de la 
República. 

j) La inocencia se presume mientras no haya declaración de culpabilidad 
con arreglo a la Ley. 

El Estado pondrá empeño en devolver la honra a quien por error judicial u 
otra causa, hubiere sido acusado, juzgado o sentenciado. 

Concordancias: —Código de Procedimiento Penal 110, 328 a 334. 
                            —Decreto Supremo 2128: R.O. 592: 23 - IX-6 5 .  
                            —Decreto Legislativo: R.O. 317 :  27 - IX - 62. 

La presunción de inocencia es otra de las garantías universalmente admitidas 
y reconocida por nuestro derecho desde tiempo inmemorial, halla su confirmación en 
varias disposiciones del Código Penal y de Procedimiento Penal. Así en este último se 
establece el procedimiento de revisión para anular una pena impuesta cuando se ha 
condenado injustamente a quien no es delincuente, si se comprueba la existencia o la 
identidad de la persona a quien se creía muerta, si por error se condena a un inocente 
en lugar del culpable, si hay simultáneamente dos sentencias condenatorias 
pronunciadas 
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sobre el mismo delito contra diversos individuos, sentencias que no pueden 
conciliarse y son la prueba de la inocencia de uno de los condenados, si la sentencia 
se ha pronunciado en virtud de documentos o testigos falsos y a estas causales el 
Decreto Supremo 2 1 2 8  R.O. 23 - I X - 6 5  agrega todavía otras dos: en los casos de no 
encontrarse plenamente justificada la existencia de la infracción y cuando apareciere 
de forma manifiesta y demostrado con nuevos hechos que el sentenciado no es 
responsable del delito que se le imputa. 

Asimismo, el Decreto Legislativo publicado en el R.O. 317 de 27- IV - 62 hace 
terminar la pena por la rehabilitación de la honra decretada por el Senado de la 
República. Todas estas disposiciones legales, tienden a restablecer la buena fama, el 
prestigio, la honra del que ha sido tenido por delincuente o condenado como tal, de 
forma que a pesar de la condena debe considerarse inocente. Con mucha mayor razón 
desde luego, en el caso de que no exista todavía sentencia. 


